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referencia, dirimiendo de esta manera las discrepancias 
existentes entre los textos aprobados por las respectivas 
Plenarias del Senado de la República y la Cámara de 
Representantes.

Para cumplir con nuestro cometido, procedimos a 
realizar un estudio comparativo de los textos aproba-
dos en las respectivas Cámaras y, una vez analizado 
su contenido, decidimos acoger el texto aprobado en la 
Plenaria de la honorable Cámara de Representantes el 
día 10 de junio de 2015.

De los honorables Congresistas,

TEXTO PROPUESTO PARA CONCILIA-
CIÓN AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 085 

DE 2013 SENADO, 210 DE 2014 CÁMARA

por la cual se reestructura la justicia penal militar 
y policial, se establecen requisitos para el desempeño 
de sus cargos, se implementa su Fiscalía General Pe-
nal Militar y Policial, se organiza su cuerpo técnico 

de investigación, se señalan disposiciones sobre com-
petencia para el tránsito al Sistema Penal Acusatorio 
y para garantizar su plena operatividad en la jurisdic-

ción especializada y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

TÍTULO I

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA PENAL 
 MILITAR Y POLICIAL 

CAPÍTULO ÚNICO

Principios y ámbito de aplicación

Artículo 1°. Principios de la Administración de 
Justicia. Las normas y principios rectores de la admi-
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INFORME DE CONCILIACIÓN AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 085 DE 2013 SENA-

DO, 210 DE 2014 CÁMARA
por la cual se reestructura la justicia penal militar 

y policial, se establecen requisitos para el desempeño 
de sus cargos, se implementa su Fiscalía General Pe-
nal Militar y Policial, se organiza su cuerpo técnico 

de investigación, se señalan disposiciones sobre com-
petencia para el tránsito al Sistema Penal Acusatorio 
y para garantizar su plena operatividad en la jurisdic-

ción especializada y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 11 de junio de 2015
Doctores
JOSÉ DAVID NAME CARDOZO
Presidente Honorable Senado de la República
FABIO AMÍN SALEME
Presidente Honorable Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
Referencia: Informe de conciliación al Proyecto 

de ley número 85 de 2013 Senado, 210 de 2014 Cá-
mara, por la cual se reestructura la Justicia Penal Mi-
litar y Policial, se establecen requisitos para el desem-
peño de sus cargos, se implementa su Fiscalía General 
Penal Militar y Policial, se organiza su cuerpo técnico 
de investigación, se señalan disposiciones sobre com-
petencia para el tránsito al sistema penal acusatorio y 
para garantizar su plena operatividad en la jurisdic-
ción especializada y se dictan otras disposiciones.

Señores Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por las 

presidencias del honorable Senado de la República y de 
la honorable Cámara de Representantes, y de confor-
midad con los artículos 161 de la Constitución Política 
y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Senador y Re-
presentante integrantes de la Comisión de Conciliación 
nos permitimos someter, por su conducto, a considera-
ción de las Plenarias de Senado y de la Cámara de Re-
presentantes el texto conciliado al proyecto de ley de la 
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nistración de justicia prevalecen y serán de obligatoria 
aplicación en la Jurisdicción Penal Militar y Policial. 

Artículo 2°. Ámbito de Aplicación. La presente 
ley se aplicará en lo pertinente, a los miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo o en retiro, así como 
al personal civil o no uniformado que desempeñe car-
gos en la justicia penal militar y policial.

disposiciones de carácter penal militar, se aplicarán ex-
clusivamente a miembros de la Fuerza Pública en los 
términos del artículo 221 de la Constitución Política. 
En ningún caso se aplicarán a los civiles.

TÍTULO II
ESTRUCTURA DE LA JUSTICIA PENAL  

MILITAR Y POLICIAL 
CAPÍTULO I
Integración 

Artículo 3°. Integración. La justicia penal militar 
y policial estará integrada por:

Órganos Jurisdiccionales y de Investigación
1. Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Pe-

nal.
2. Tribunal Superior Militar y Policial.
3. Jueces Penales Militares y Policiales de Conoci-

miento Especializado y de Conocimiento.
4. Jueces Penales Militares y Policiales de Control 

de Garantías.
5. Jueces Penales Militares y Policiales de Ejecu-

ción de Penas y Medidas de Seguridad.
6. Fiscalía General Penal Militar y Policial y Cuer-

po Técnico de Investigación.
Órganos de Dirección y Administración de la 

Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial, de qué trata la presente ley:

1. Consejo Directivo. 
2. Director Ejecutivo. 

CAPÍTULO II
Órganos Jurisdiccionales

Artículo 4°. Corte Suprema de Justicia. La Corte 
Suprema de Justicia ejerce sus funciones en la justicia 
penal militar y policial a través de la Sala de Casación 
Penal, según sus competencias constitucionales y le-
gales.

Artículo 5°. Tribunal Superior Militar y Policial. 
Sede e Integración. El Tribunal Superior Militar y Po-
licial tendrá su sede en Bogotá, D. C., y estará confor-
mado por Magistrados que integrarán salas de decisión 
militar, policial o mixtas que ejercerán la función juris-
diccional. El Tribunal o sus salas de decisión podrán 
sesionar en cualquier lugar del país. Las Salas de de-
cisión del Tribunal Superior Militar y Policial estarán 
integradas por tres Magistrados cada una, presidida por 
el ponente respectivo.

Las Salas de decisión contarán con representación 
de cada una de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional en los términos que establezca el reglamento 
interno de la Corporación.

Además de las Salas de Decisión, al interior del Tri-
bunal funcionarán la Sala Plena, la Sala de Gobierno, 
la Secretaría, la relatoría y el personal subalterno. Las 
Salas Plena y de Gobierno siempre serán presididas por 
el presidente de la corporación o en ausencia temporal 
de este por el Vicepresidente.

El Tribunal tendrá un Presidente que lo presidirá y 
un vicepresidente que lo reemplazará en sus ausencias 
temporales. El Presidente, el Vicepresidente y la Sala 
de Gobierno, serán elegidos por la Sala Plena del Tri-
bunal.

Artículo 6°. Adiciónase el artículo 203 de la Ley 
1407 de 2010 con el siguiente parágrafo: 

“Artículo 203 (…)
Parágrafo. Cuando sobre un mismo asunto existan 

discrepancias entre diferentes salas de decisión, la Sala 
Plena del Tribunal se constituirá en Sala Única de De-
cisión asumiendo la función jurisdiccional a efectos de 

-
ponga el reglamento interno de la corporación.”

Artículo 7°. Juzgados Penales Militares y Policia-
les de Conocimiento Especializado y de Conocimien-
to. Créanse los juzgados penales militares y policiales 
de conocimiento especializado y de conocimiento, que 
conocerán de los delitos a que hace referencia la pre-
sente ley. Estos, tendrán jurisdicción en todo el territo-
rio nacional.

Las Fuerzas Militares y la Policía Nacional contarán 
con el número de juzgados necesarios que les permita 
garantizar la pronta y efectiva administración de justi-
cia, cuyos titulares serán miembros activos o retirados 
de la respectiva Fuerza.

Parágrafo. La competencia territorial de cada des-

Dirección Ejecutiva de la Unidad Administrativa Espe-
cial de la Justicia Penal Militar y Policial. 

Artículo 8°. De los Juzgados Penales Militares y 
Policiales de Conocimiento Especializado. Los juz-
gados penales militares y policiales de conocimiento 
especializado continuarán conociendo de los delitos 
previstos en los artículos 20 y 171 de la Ley 1407 de 
2010, pero conformidad con la nueva asignación de 
competencia que aquí se prevé así:

1. Homicidio.
2. Delitos contra la protección de la información y 

de los datos.
3. Delitos contra la fe pública.
4. Delitos contra la administración pública, con ex-

cepción de los delitos de peculado sobre bienes de do-
tación, peculado culposo, abuso de autoridad, abuso de 
autoridad especial y omisión de apoyo.

5. Delitos contra la seguridad pública.
6. Delitos contra la seguridad de la Fuerza Pública.
7. Delitos contra la población civil.
8. Delitos contra la existencia y la seguridad del Es-

tado.
9. Delitos que no tengan asignación especial de 

competencia, siempre y cuando su pena mínima sea su-
perior a tres (3) años de prisión.
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Artículo 9°. De los Juzgados Penales Militares y 
Policiales de Conocimiento. Los juzgados penales mi-
litares y policiales de conocimiento, continuarán cono-
ciendo de los delitos previstos en los artículos 20 y 171 
de la Ley 1407 de 2010, pero de conformidad con la 
nueva asignación de competencia que aquí se prevé, 
así:

1. Delitos contra la disciplina.

2. Delitos contra el servicio.

3. Delitos contra los intereses de la Fuerza Pública.

4. Delitos contra el honor.

5. Lesiones personales.

6. Delitos contra el patrimonio económico.

7. De los siguientes delitos contra la administración 
pública: delitos de peculado sobre bienes de dotación, 
peculado culposo, abuso de autoridad, abuso de autori-
dad especial y omisión de apoyo.

8. Delitos que no tengan asignación especial de 
competencia, siempre y cuando su pena mínima sea 
igual o inferior a tres (3) años de prisión.

Artículo 10. Concurrencia de Jueces. Cuando se 
presente concurrencia entre un Juez Penal Militar y Po-
licial de Conocimiento Especializado y un Juez Penal 
Militar y Policial de Conocimiento, en razón de los fac-
tores en que estriba la competencia, será competente el 
primero de estos.

TÍTULO III

REQUISITOS PARA EL DESEMPEÑO DE  
CARGOS EN LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y 

POLICIAL

CAPÍTULO I

Requisitos generales 
Artículo 11. Requisitos generales. Para acceder a 

los cargos de Magistrado del Tribunal Superior Militar 
y Policial, Juez Penal Militar y Policial de Conocimien-
to Especializado, Juez Penal Militar y Policial de Co-
nocimiento, Juez Penal Militar y Policial de Control de 
Garantías y Juez Penal Militar y Policial de Ejecución 
de Penas y Medidas de Seguridad se requiere acreditar 
como requisitos generales los siguientes:

1. Ser colombiano por nacimiento y ciudadano en 
ejercicio.

Fuerza Pública.

3. Acreditar título profesional de abogado.

4. Tener título de posgrado en una de las siguientes 
áreas: ciencias penales y criminológicas, derecho penal 
militar o policial, criminalística, derecho constitucio-
nal, derechos humanos, derecho internacional huma-
nitario, derecho probatorio, derecho procesal penal o 
derecho operacional.

Parágrafo. No obstante lo dispuesto en este ar-
tículo, los cargos de Juez Penal Militar y Policial de 
Control de Garantías y Juez Penal Militar y Policial de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad podrán ser 
desempeñados por civiles y no uniformados, siempre 
que acrediten los demás requisitos para el desempeño 
del cargo. 

Parágrafo 2°. Su selección será por meritocracia 
mediante evaluación de sus competencias por el Depar-
tamento Administrativo de la Función Pública (DAFP), 
la Escuela de Administración Pública (ESAP), o cual-
quier otra entidad que pueda adelantar dicha evalua-
ción.

Artículo 12. Inhabilidades. No podrán desempeñar 
los cargos señalados en el artículo anterior:

1. Quien haya sido condenado penalmente en cual-
quier tiempo, excepto por delitos culposos. 

2. Quien se halle en interdicción judicial.
3. Quien se encuentre bajo medida de aseguramien-

to que implique la privación de la libertad.
4. Quien haya sido excluido de la profesión de abo-

gado o esté suspendido.
5. Quien haya sido destituido en cualquier tiempo 

de un cargo público.
6. Las demás que establezca la Constitución y la ley.
Artículo 13. Faltas Absolutas y Temporales. Son 

faltas absolutas la muerte real o presunta, la renuncia 

por sentencia judicial debidamente ejecutoriada, la des-
titución o separación como consecuencia de un proceso 
disciplinario, la incapacidad física o mental permanen-
te una vez se reconozca la pensión de invalidez en el 
caso de los civiles, por invalidez e incapacidad abso-
luta y permanente o gran invalidez en el caso de los 
uniformados, la declaratoria de vacancia del empleo en 
caso de abandono del mismo o inasistencia al servi-

vencimiento del periodo y las demás que determine la 
Constitución Política y la ley.

Son faltas temporales las licencias, las incapacida-
des por enfermedad, la suspensión por medida penal 
o disciplinaria, los permisos y vacaciones y las demás 
que determine la Constitución Política y la ley. 

CAPÍTULO II
Requisitos especiales

Artículo 14. Magistrados del Tribunal Superior 
Militar y Policial. Para ser Magistrado del Tribunal 
Superior Militar y Policial será necesario, además de 
los requisitos generales consignados en la presente ley, 
ostentar grado no inferior a Teniente Coronel o Capitán 
de Fragata en servicio activo o en uso de buen retiro de 
la Fuerza Pública y acreditar una experiencia mínima 
de ocho (8) años en el desempeño de cargos como fun-
cionario judicial en la Justicia Penal Militar y Policial.

Artículo 15. Cargos de período. Los cargos de Ma-
gistrado del Tribunal Superior Militar y Policial serán 
provistos por el Presidente de la República para un pe-

de lista de candidatos conformada por miembros acti-
vos o en uso de buen retiro de la Fuerza Pública que 
cumplan los requisitos generales y especiales estable-
cidos en esta ley. El procedimiento para conformar la 
lista será reglamentado por el Gobierno nacional. 

Los Magistrados del Tribunal Superior Militar y Po-
licial no son reelegibles y permanecerán en sus cargos 
durante todo el período, salvo que antes de su venci-
miento incurran en una falta absoluta. Los uniformados 
que sean designados para ocupar estos cargos, perma-
necerán en servicio activo hasta concluir el periodo.
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Parágrafo Transitorio. Los Magistrados del Tribu-
nal Superior Militar nombrados en vigencia de la Ley 
940 de 2005, continuarán en sus cargos hasta cuando 
cumplan el período para el cual fueron nombrados, con 
la denominación de Magistrados del Tribunal Superior 
Militar y Policial.

Artículo 16. Jueces de Conocimiento. Para desem-
peñar el cargo de Juez Penal Militar y Policial de Cono-
cimiento Especializado y Juez Penal Militar y Policial 
de Conocimiento, se requiere además de los requisitos 
generales consignados en la presente ley, ostentar el 
grado que en cada caso se indica y la experiencia se-
ñalada, así:

1. Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento 
Especializado. Para desempeñar el cargo de Juez Penal 
Militar y Policial de Conocimiento Especializado se re-

en servicio activo o en uso de buen retiro de la Fuerza 
Pública y acreditar una experiencia mínima de cinco 
(5) años, en el desempeño de cargos como funcionario 
en la Justicia Penal Militar y Policial.

2. Juez Penal Militar y Policial de Conocimien-
to. Para desempeñar el cargo de Juez Penal Militar y 
Policial de Conocimiento se requiere ostentar grado no 
inferior al de Capitán o Teniente de Navío en servicio 
activo o en uso de buen retiro de la Fuerza Pública y 
acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en 
el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia 
Penal Militar y Policial.

Artículo 17. Juez Penal Militar y Policial de Con-
trol de Garantías. Para desempeñar el cargo de Juez 
Penal Militar y Policial de Control de Garantías, se re-
quiere además de los requisitos generales señalados en 

Superior en servicio activo o en uso de buen retiro de la 
Fuerza Pública y acreditar una experiencia mínima de 
cuatro (4) años en el desempeño de cargos como fun-
cionario en la Justicia Penal Militar y Policial.

Parágrafo. Si este cargo es desempeñado por un 
-

cialidad de la Justicia Penal Militar y Policial, este de-
berá tener como mínimo una experiencia profesional 
de ocho (8) años relacionada con derecho penal militar, 
salvo que acredite la experiencia mínima de cuatro (4) 
años en el desempeño de cargos como funcionario de la 
Justicia Penal Militar y Policial.

Artículo 18. Juez Penal Militar y Policial de Eje-
cución de Penas y Medidas de Seguridad. Para des-
empeñar el cargo de Juez Penal Militar y Policial de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad se requie-
re además de los requisitos generales señalados en la 
presente ley ostentar grado no inferior al de Capitán o 
Teniente de Navío en servicio activo o en uso de buen 
retiro de la Fuerza Pública y acreditar una experien-
cia mínima de dos (2) años en el desempeño de cargos 
como funcionario en la Justicia Penal Militar y Policial.

Parágrafo. Si el cargo es desempeñado por un civil 

de la justicia penal militar y policial, este deberá tener 
como mínimo una experiencia profesional de ocho (8) 
años relacionada con derecho penal militar, salvo que 
acredite la experiencia mínima de cuatro (4) años en el 
desempeño de cargos como funcionario de la Justicia 
Penal Militar y Policial.

TÍTULO IV
FISCALÍA GENERAL PENAL MILITAR Y  

POLICIAL
CAPÍTULO I

Estructura de la Fiscalía General Penal Militar 
y Policial

Artículo 19. Estructura. Para el cumplimiento de 
las funciones legales, la Fiscalía General Penal Militar 
y Policial tendrá la siguiente estructura:

1. Fiscal General Penal Militar y Policial.
2. Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados 

ante el Tribunal Superior Militar y Policial.
3. Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados 

ante los Jueces Penales Militares y Policiales.
4. Coordinador Nacional del Cuerpo Técnico de In-

vestigación de la Justicia Penal Militar y Policial.
5. Coordinadores Regionales del Cuerpo Técnico de 

Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial.
CAPÍTULO II

Desempeño de funciones y competencia
Artículo 20. Desempeño de funciones. Las fun-

ciones de la Fiscalía General Penal Militar y Policial 
se cumplen a través del Fiscal General Penal Militar y 
Policial, de los Fiscales Penales Militares y Policiales 
Delegados ante el Tribunal Superior Militar y Policial, 
de los Fiscales Penales Militares y Policiales Delega-
dos ante los Jueces Penales Militares y Policiales y del 
Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia Penal 
Militar y Policial. 

Los Fiscales Penales Militares y Policiales Dele-
gados ante los Jueces Penales Militares y Policiales 
se ubicarán por la Dirección Ejecutiva de la Unidad 
Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y 
Policial, atendiendo sus atribuciones y las necesidades 
judiciales presentadas por el Fiscal General Penal Mi-
litar y Policial. 

Corresponde a la Fiscalía General Penal Militar y 
Policial, en desarrollo de atribuciones constitucionales 
y legales, la dirección, coordinación, control jurídico 

desarrolle la policía judicial en los términos previstos 
en el Código Penal Militar.

Artículo 21. Competencia. El Fiscal General Pe-
nal Militar y Policial, los Fiscales Penales Militares y 
Policiales Delegados ante el Tribunal Superior Militar 
y Policial y los Fiscales Penales Militares y Policiales 
Delegados, tienen competencia en todo el territorio na-
cional.

CAPÍTULO III
 Fiscal General Penal Militar y Policial

Artículo 22. Periodo. El Fiscal General Penal Mi-
litar y Policial será nombrado por el Presidente de la 
República, para un periodo institucional de cuatro (4) 
años no prorrogable, de lista de candidatos que cum-
plan los siguientes requisitos:

1. Ser colombiano por nacimiento y ciudadano en 
ejercicio.

2. Acreditar título profesional de abogado.
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3. Tener título de posgrado en una de las siguientes 
áreas: ciencias penales y criminológicas, derecho penal 
militar o policial, criminalística, derecho constitucio-
nal, derechos humanos, derecho internacional huma-
nitario, derecho probatorio, derecho procesal penal o 
derecho operacional.

4. Acreditar una experiencia mínima de ocho (8) 
años como funcionario de la justicia penal militar y po-
licial.

o en uso de buen retiro, con grado no inferior al de Te-
niente Coronel o Capitán de Fragata. 

El procedimiento para conformar la lista será regla-
mentado por el Gobierno nacional teniendo en cuenta 
la selección por meritocracia.

Parágrafo 1°. No obstante lo dispuesto en este ar 
tículo, el cargo de Fiscal General Penal Militar y Poli-
cial podrá ser desempeñado por un civil o no uniforma-
do, siempre que acredite los requisitos 1 a 4 del presen-
te artículo para el desempeño del cargo.

Parágrafo 2°. El Fiscal General Penal Militar y 
Policial no será reelegible, tendrá el mismo nivel je-
rárquico de Fiscal Delegado ante la Corte Suprema de 
Justicia y su sede estará en Bogotá, D. C.

Artículo 23. Funciones del Fiscal General Penal 
Militar y Policial. El Fiscal General Penal Militar y 
Policial tiene la representación de la Fiscalía General 
Penal Militar y Policial y además de las funciones es-
peciales otorgadas por el Código Penal Militar, ejercerá 
las siguientes: 

1. Asumir las investigaciones y formular las acusa-
ciones que dispone el Código Penal Militar y aquellas 
que en razón de su naturaleza, importancia o gravedad, 
lo ameriten.

2. Coordinar dentro del ámbito de su competencia 
con la Dirección Ejecutiva de la Unidad Administrativa 
Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, la crea-
ción de unidades especializadas cuando la necesidad 
del servicio lo exija o la gravedad o complejidad del 

3. Dirigir, coordinar y controlar el desarrollo de la 
función investigativa y acusatoria contra los presuntos 
infractores de la ley penal de conformidad con el ám-
bito de su competencia, directamente o a través de sus 
delegados, para lo cual deberá tener en cuenta la espe-

la Fuerza Pública investigado.
4. Coordinar con otros organismos que ejerzan fun-

-
ción de mecanismos que racionalicen y eviten la du-
plicidad de esfuerzos en el desarrollo de las investiga-
ciones.

5. Hacer parte del Consejo Nacional de Policía Ju-
dicial, función que podrá delegar en el Coordinador 
Nacional del Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Justicia Penal Militar y Policial. 

6. Hacer parte del Consejo Superior de Política 
Criminal y Penitenciaria. 

-
dos de conformidad con las atribuciones de estos, de-
signando un coordinador, cuando la gravedad, impor-
tancia o trascendencia pública del hecho lo ameriten, 

para lo cual podrá desplazar del conocimiento al Fiscal 
-

cal coordinador de la comisión será quien actúe ante el 
Juez Penal Militar y Policial de Control de Garantías y 
ante el Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento.

8. Elaborar el manual de funciones de la Fiscalía 
General Penal Militar y Policial y del Cuerpo Técnico 
de Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial, 
para su respectivo trámite de adopción ante la Direc-
ción Ejecutiva de la Unidad Administrativa Especial.

9. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Unidad 
Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y 
Policial, la reglamentación de los Centros de Servicios 
Judiciales, dentro del ámbito de su competencia.

10. Expedir los reglamentos, órdenes, circulares y 
manuales de procedimiento y de normas técnicas con-

Penal Militar y Policial y del Cuerpo Técnico de In-
vestigación de la Justicia Penal Militar y Policial, en 
materias de su competencia.

11. Presentar al Director Ejecutivo de la Unidad 
Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y 
Policial, las necesidades y requerimientos de la Fiscalía 
General Penal Militar y Policial y del Cuerpo Técnico 
de Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial.

12. Ser el vocero de la Fiscalía General Penal Mi-
litar y Policial ante los estamentos del Estado y la so-
ciedad.

13. Diseñar y coordinar con el Director Ejecutivo de 
la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial, la implementación de un sistema de 
gestión y control de la Fiscalía General Penal Militar 
y Policial y del Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Justicia Penal Militar y Policial.

14. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Unidad 
Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y 
Policial, estímulos para los servidores de la Fiscalía 
General Penal Militar y Policial y del Cuerpo Técnico 
de Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial.

15. Coordinar con el Director Ejecutivo de la Uni-
dad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar 
y Policial, el apoyo logístico requerido para el funcio-
namiento de la Fiscalía General Penal Militar y Policial 
y del Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia 
Penal Militar y Policial.

16. Adelantar las gestiones para lograr cooperación 
internacional en materia de investigación criminal con 
sus pares.

17. Las demás funciones que le señale la ley o los 
reglamentos.

Artículo 24. Inhabilidades. No podrá ejercer el car-
go de Fiscal General Penal Militar y Policial, de Fis-
cales Penales Militares y Policiales Delegados ante el 
Tribunal Superior Militar y Policial, ni de Fiscales Pe-
nales Militares y Policiales Delegados ante los Jueces 
Penales Militares y Policiales:

1. Quien haya sido condenado penalmente en cual-
quier tiempo, excepto por delitos culposos.

2. Quien se halle en interdicción judicial.
3. Quien se encuentre bajo medida de aseguramien-

to que implique la privación de la libertad.
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4. Quien haya sido excluido de la profesión de abo-
gado o esté suspendido. 

5. Quien haya sido destituido en cualquier tiempo 
de un cargo público.

6. Las demás que establezca la Constitución y la 
ley.

Artículo 25. Faltas Absolutas y Temporales. Son 
faltas absolutas del Fiscal General Penal Militar y Poli-
cial, de los Fiscales Penales Militares y Policiales Dele-
gados ante el Tribunal Superior Militar y Policial, y de 
los Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados 
ante los Jueces Penales Militares y Policiales, la muerte 
real o presunta, la renuncia aceptada, la separación de-

-
damente ejecutoriada, la destitución o separación como 
consecuencia de un proceso disciplinario, la incapaci-
dad física o mental permanente una vez se reconozca 
la pensión de invalidez en el caso de los civiles, por 
invalidez e incapacidad absoluta y permanente o gran 
invalidez en el caso de los uniformados, la declaratoria 
de vacancia del empleo en caso de abandono del mis-

edad de retiro forzoso, el vencimiento del periodo y las 
demás que determine la Constitución Política y la ley.

Son faltas temporales las licencias, las incapacida-
des por enfermedad, la suspensión por medida penal 
o disciplinaria, los permisos y vacaciones y las demás 
que determine la Constitución Política y la ley.

En caso de falta absoluta o temporal del Fiscal Ge-
neral Penal Militar y Policial, sus funciones las ejer-
cerá uno de los Fiscales Penales Militares y Policiales 
Delegados ante el Tribunal Superior Militar y Policial, 
designado por el Ministro de Defensa Nacional por la 
duración de la falta temporal, si la falta es absoluta, 
hasta la terminación del período si faltaren menos de 
seis (6) meses para concluir el mismo. Si faltaren seis 
(6) meses o más para el vencimiento del periodo, la de-
signación le corresponde al Presidente de la República.

CAPÍTULO IV
Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados 

ante el Tribunal Superior Militar y Policial Y Fis-
cales Penales Militares y Policiales Delegados ante 

los Jueces Penales Militares y Policiales
Artículo 26. Requisitos generales. Para acceder a 

los cargos de Fiscal Penal Militar y Policial Delegado 
ante el Tribunal Superior Militar y Policial y de Fis-
cal Penal Militar y Policial Delegado ante los Jueces 
Penales Militares y Policiales, se requiere acreditar los 
siguientes requisitos generales:

1. Ser colombiano por nacimiento y ciudadano en 
ejercicio.

2. Acreditar título profesional de abogado.
3. Tener título de posgrado en una de las siguientes 

áreas: ciencias penales y criminológicas, derecho penal 
militar o policial, criminalística, derecho constitucio-
nal, derechos humanos, derecho internacional huma-
nitario, derecho probatorio, derecho procesal penal o 
derecho operacional.

Parágrafo. Su selección será por meritocracia me-
diante evaluación de sus competencias por el Departa-
mento Administrativo de la Función Pública (DAFP), 
la Escuela de Administración Pública (ESAP), o cual-

quier otra entidad que pueda adelantar dicha evalua-
ción.

Artículo 27. Requisitos especiales. Para ser Fis-
cal Penal Militar y Policial Delegado ante el Tribunal 
Superior Militar y Policial se requiere, además de los 
requisitos generales consignados en la presente ley, 
acreditar una experiencia mínima de ocho (8) años 
como funcionario en la Justicia Penal Militar y Policial 
y ostentar grado no inferior al de Teniente Coronel o 
Capitán de Fragata en servicio activo o en uso de buen 
retiro de la Fuerza Pública.

Parágrafo. Si el cargo es desempeñado por un civil 

de la Justicia Penal Militar y Policial, este deberá tener 
como mínimo una experiencia profesional de diez (10) 
años en derecho penal militar, salvo que acredite la ex-
periencia mínima de ocho (8) años en el desempeño de 
cargos como funcionario de la Justicia Penal Militar y 
Policial.

Artículo 28. Cargos de Periodo. Los cargos de Fis-
cal Penal Militar y Policial Delegado ante el Tribunal 
Superior Militar y Policial serán provistos por el Presi-

de ocho (8) años no prorrogable, de lista de candidatos 
conformada por quienes cumplan los requisitos genera-
les y especiales establecidos en este capítulo. El proce-
dimiento para conformar la lista será reglamentado por 
el Gobierno nacional.

Los Fiscales Penales Militares y Policiales Delega-
dos ante el Tribunal Superior Militar y Policial, no son 
reelegibles y permanecerán en sus cargos durante todo 
el período, salvo que antes de su vencimiento incurran 
en una falta absoluta. Los uniformados que sean desig-
nados para ocupar estos cargos, permanecerán en servi-
cio activo hasta concluir el periodo.

Parágrafo Transitorio. Los Fiscales Penales Mi-
litares ante el Tribunal Superior Militar nombrados en 
vigencia de la Ley 940 de 2005, continuarán en sus 
cargos hasta cuando cumplan el período para el cual 
fueron nombrados, con la denominación Fiscales Pe-
nales Militares y Policiales Delegados ante el Tribunal 
Superior Militar y Policial.

Artículo 29. Fiscales Penales Militares y Poli-
ciales Delegados ante los Jueces Penales Militares y 
Policiales. Para desempeñar el cargo de Fiscal Penal 
Militar y Policial Delegado ante los Jueces Penales Mi-
litares y Policiales de Conocimiento Especializado y 
de Conocimiento, se requiere además de los requisitos 
generales consignados en la presente ley, acreditar la 
experiencia señalada para cada cargo, así:

1. Fiscal Penal Militar y Policial Delegado ante 
Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento Es-
pecializado. Para desempeñar el cargo de Fiscal Penal 
Militar y Policial Delegado ante Juez Penal Militar y 
Policial de Conocimiento Especializado, se requiere 
acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en 
el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia 
Penal Militar y Policial y ostentar grado no inferior al 

retiro de la Fuerza Pública.
Parágrafo. No obstante lo dispuesto en este artícu-

lo, el cargo de Fiscal Penal Militar y Policial Delegado 
ante Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento Es-
pecializado podrá ser desempeñado por un civil o no 
uniformado, siempre que acredite los requisitos gene-
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rales para el desempeño del cargo y una experiencia 
profesional como asesor jurídico de la Fuerza Pública 
mínima de diez (10) años, salvo que acredite la expe-
riencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de 
cargos como funcionario de la Justicia Penal Militar y 
Policial.

2. Fiscal Penal Militar y Policial Delegado ante 
Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento. Para 
desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar y Policial 
Delegado ante Juez Penal Militar y Policial de Cono-
cimiento, se requiere acreditar una experiencia mínima 
de tres (3) años en el ejercicio profesional de abogado 
y ostentar grado no inferior al de Capitán o Teniente de 
Navío en servicio activo o en uso de buen retiro de la 
Fuerza Pública.

Parágrafo. No obstante lo dispuesto en este artícu-
lo, el cargo de Fiscal Penal Militar y Policial Delega-
do ante Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento 
podrá ser desempeñado por un civil o no uniformado, 
siempre que acredite los requisitos generales para el 
desempeño del cargo y una experiencia profesional 
como asesor jurídico de la Fuerza Pública mínima de 
ocho (08) años, salvo que acredite la experiencia mí-
nima de tres (3) años en el desempeño de cargos como 
funcionario de la Justicia Penal Militar y Policial.

Artículo 30. Funciones Generales de los Fisca-
les Penales Militares y Policiales Delegados ante el 
Tribunal Superior Militar y Policial y ante los Jueces 
Penales Militares y Policiales de Conocimiento Espe-
cializado y de Conocimiento. Los Fiscales Penales Mi-
litares y Policiales Delegados ante el Tribunal Superior 
Militar y Policial y ante los Jueces Penales Militares y 
Policiales de Conocimiento Especializado y de Cono-
cimiento, entre otras, tienen las siguientes funciones: 

1. Investigar y acusar a los presuntos responsables 
de haber cometido un delito de conocimiento de la Jus-
ticia Penal Militar y Policial.

2. Adelantar previa autorización del Magistrado o 
Juez Penal Militar y Policial de Control de Garantías, 
registros, allanamientos, incautaciones e intercepta-
ciones de comunicaciones y poner a su disposición los 
elementos materiales probatorios y evidencia física 
recogidos, para su control de legalidad dentro de las 
veinticuatro (24) horas siguientes.

3. Asegurar en cada caso particular los elementos 
materiales probatorios y evidencia física, garantizando 
la cadena de custodia mientras se ejerce su contradic-
ción. En caso de requerirse medidas adicionales que 
impliquen afectación de derechos fundamentales, de-
berá obtenerse la respectiva autorización del Juez Penal 
Militar y Policial de Garantías para poder proceder a 
ello.

4. Dirigir, coordinar y controlar en cada caso par-
ticular las actividades de policía judicial que en forma 
permanente ejerce el Cuerpo Técnico de Investigación 
de la Justicia Penal Militar y Policial y los demás orga-
nismos de policía judicial que señale la ley.

5. Solicitar capturas ante el Magistrado o Juez Penal 
Militar y Policial de Control de Garantías y poner al 
capturado a su disposición, a más tardar dentro de las 
treinta y seis (36) horas siguientes.

6. Solicitar al Magistrado o Juez Penal Militar y 
Policial de Control de Garantías las medidas necesa-
rias que aseguren la comparecencia de los imputados 

al proceso penal militar o policial, la conservación de 
la prueba, la integridad de la Fuerza Pública, la protec-
ción de la comunidad, en especial de las víctimas.

7. Presentar solicitud de preclusión de la investiga-
ción ante la Sala del Tribunal Superior Militar y Poli-
cial o Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento 
Especializado y de Conocimiento.

8. Celebrar preacuerdos con los imputados.
9. Presentar la acusación ante el Magistrado del Tri-

bunal Superior Militar y Policial o Juez Penal Militar y 
Policial de Control de Garantías. 

10. Intervenir en la etapa del juicio. 
11. Solicitar ante la Sala del Tribunal Superior Mi-

litar y Policial o Juez Penal Militar y Policial de Cono-
cimiento o ante el Magistrado o Juez Penal Militar y 
Policial de Control de Garantías, las medidas judiciales 
necesarias para la asistencia de las víctimas, el resta-
blecimiento del derecho y la reparación integral de los 
efectos del injusto.

12. Interponer y sustentar los recursos ordinarios y 
extraordinarios y la acción de revisión en los eventos 
establecidos en el Código Penal Militar.

13. Solicitar las nulidades y demás actuaciones pro-
cesales de su competencia y disponer las que le señale 
la ley.

14. Aplicar el principio de oportunidad en los térmi-
nos y condiciones establecidos en la presente ley.

15. Las demás que le señale la ley.
Artículo 31. Funciones Especiales de los Fisca-

les Penales Militares y Policiales Delegados ante el 
Tribunal Superior Militar y Policial. Los Fiscales Pe-
nales Militares y Policiales Delegados ante el Tribunal 
Superior Militar y Policial tendrán su sede en Bogotá, 
D. C. y además de las funciones señaladas en el artículo 
anterior y la ley, tienen las siguientes:

1. Investigar y acusar si a ello hubiere lugar a los 
servidores de la Justicia Penal Militar y Policial con 
fuero legal, cuyo juzgamiento esté atribuido en primera 
instancia al Tribunal Superior Militar y Policial.

2. Cumplir las funciones que le asigne el Fiscal Ge-
neral Penal Militar y Policial de conformidad con sus 
atribuciones y representarlo en las actuaciones que le 
delegue.

3. Reemplazar al Fiscal General Penal Militar y Po-
licial en sus ausencias temporales o absolutas, cuando 
sea designado.

4. Reemplazar al Fiscal General Penal Militar y Po-
licial en caso de impedimento o recusación, cuando sea 
designado.

5. Formular recomendaciones al Fiscal General Pe-
nal Militar y Policial en materia de políticas de investi-
gación y acusación.

6. Diseñar y recomendar acciones orientadas a me-

militares y policiales delegadas. 
7. Presentar postulaciones para proveer los cargos 

de empleados subalternos asignados a sus despachos, 
a la Dirección Ejecutiva de la Unidad Administrativa 
Especial de la Justicia Penal Militar y Policial.

8. Las demás que les sean asignadas por la ley.
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CAPÍTULO V
Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia 

Penal Militar y Policial
Composición, requisitos y funciones

Artículo 32. Composición del Cuerpo Técnico de 
Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial. 
El Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia Penal 
Militar y Policial estará integrado por el Coordinador 
Nacional, los Coordinadores Regionales y el personal 
profesional, tecnólogo, técnico y de investigación que 
lo conforme, nombrados por el Director Ejecutivo de 
la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial previa selección por meritocracia me-
diante evaluación de sus competencias por el Departa-
mento Administrativo de la Función Pública (DAFP), 
la Escuela de Administración Pública (ESAP), o cual-
quier otra entidad que pueda adelantar dicha evalua-
ción.

Artículo 33. Funciones. El Cuerpo Técnico de In-
vestigación de la Justicia Penal Militar y Policial tiene 
las siguientes funciones generales:

1. Ejercer funciones de policía judicial en la Justicia 
Penal Militar y Policial. 

2. Recibir las denuncias o querellas de los delitos de 
conocimiento de la Justicia Penal Militar y Policial y 
adelantar los actos urgentes conforme a lo dispuesto en 
el Código Penal Militar.

3. Realizar las investigaciones de los delitos de 
acuerdo con lo establecido en el Código Penal Militar 
y bajo la dirección del Fiscal Penal Militar y Policial 
Delegado.

4. Adelantar con estricta sujeción a las normas y al 
respeto de los derechos humanos todas las actividades 
inherentes a la investigación de las conductas punibles.

5. Dar cumplimiento de conformidad con las nor-
mas vigentes a las órdenes de captura, allanamiento, 
intervención telefónica, registro de correspondencia, 
vigilancia electrónica y demás actuaciones inherentes 
requeridas en las investigaciones que se adelanten, pre-
via decisión judicial del Magistrado o Juez Penal Mili-
tar y Policial de Control de Garantías o disposición del 
Fiscal Penal Militar y Policial Delegado en los casos 
que determine la ley. 

6. Dar cumplimiento a las órdenes de captura que 
emita la Sala de Decisión o los Jueces Penales Milita-
res y Policiales de Conocimiento Especializado o de 
Conocimiento. 

7. Garantizar la cadena de custodia de los elementos 
materiales de prueba y de la evidencia física.

8. Las demás que le señale la ley o le asigne el Fis-
cal General Penal Militar y Policial que guarden rela-
ción con la naturaleza de la dependencia.

Artículo 34. Coordinador Nacional del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar 
y Policial. Para ser Coordinador Nacional del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial se requiere:

1. Ser colombiano por nacimiento y ciudadano en 
ejercicio.

2. Acreditar título profesional de abogado.

3. Tener posgrado en ciencias penales y criminoló-
gicas, derecho penal militar o policial, criminalística, 
derecho constitucional, derechos humanos, derecho 
internacional humanitario, derecho probatorio, derecho 
procesal penal o derecho operacional.

4. Acreditar experiencia profesional relacionada 
con las funciones del cargo de cuatro (4) años.

5. Aprobar la selección por meritocracia.
Parágrafo. Si el cargo fuere desempeñado por un 

miembro activo o en uso de buen retiro de la Fuerza 
-

cial Superior.
Artículo 35. Coordinación Nacional del Cuerpo 

Técnico de Investigación de la Justicia Penal Mili-
tar y Policial. La Coordinación Nacional del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial tiene las siguientes funciones:

1. Recomendar al Fiscal General Penal Militar y 
-

das con las funciones de investigación, criminalística y 
administración de información técnica y judicial, útiles 
para la investigación.

2. Desarrollar actividades de planeación, organiza-
ción, ejecución y control de las funciones del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial.

3. Orientar el apoyo a las actividades forenses que 
desarrollen las Coordinaciones Regionales.

4. Cumplir y hacer cumplir la cadena de custodia.
-

más organismos nacionales de policía judicial. 
6. Responder por el control estadístico en los aspec-

tos relativos al desarrollo de las investigaciones ade-
lantadas por el Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Justicia Penal Militar y Policial.

7. Coordinar con la Dirección Ejecutiva de la Uni-
dad Administrativa Especial de la Justicia Penal Mili-
tar y Policial la creación e integración de Unidades de 
Investigación para optimizar la actividad investigativa 
y operativa del cuerpo técnico de investigación, previa 
autorización del Fiscal General Penal Militar y Policial.

8. Realizar el seguimiento a la gestión de las Coor-
dinaciones Regionales y tomar las medidas necesarias 
para su efectivo funcionamiento.

9. Por delegación del Fiscal General Penal Militar 
y Policial, hacer parte del Consejo Nacional de Policía 
Judicial.

10. Elaborar el manual de funciones del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial y presentarlo al Fiscal General Penal Militar y 
Policial para su respectivo trámite de adopción ante la 
Dirección Ejecutiva de la Unidad Administrativa Espe-
cial de la Justicia Penal Militar y Policial.

11. Las demás que le señale la ley o le asigne el 
Fiscal General Penal Militar y Policial que guarden re-
lación con la naturaleza de la dependencia.

Artículo 36. Coordinador Regional del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar 
y Policial. Para ser Coordinador Regional del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial, se requiere:
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1. Ser colombiano por nacimiento y ciudadano en 
ejercicio.

2. Acreditar título profesional de abogado.
3. Tener posgrado en ciencias penales y criminoló-

gicas, derecho penal militar o policial, criminalística, 
derecho constitucional, derechos humanos, derecho 
internacional humanitario, derecho probatorio, derecho 
procesal penal o derecho operacional.

4. Acreditar experiencia profesional relacionada 
con las funciones del cargo, de dos (2) años.

5. Aprobar la selección por meritocracia.
Parágrafo. Si el cargo fuere desempeñado por un 

miembro activo o en uso de buen retiro de la Fuerza 
Pública, deberá ostentar un grado no inferior al de Ca-
pitán o Teniente de Navío.

Artículo 37. Coordinación Regional del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar 
y Policial. Las Coordinaciones Regionales del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial tendrán las siguientes funciones a dicho nivel:

1. Desarrollar actividades de planeación, organiza-
ción, ejecución y control de las funciones del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial. 

2. Orientar el apoyo a las actividades forenses.
3. Coordinar las actividades investigativas y de 

servicios forenses. 
-

más organismos regionales de policía judicial.
5. Cumplir y hacer cumplir la cadena de custodia.
6. Asistir en representación del Coordinador Nacio-

nal del Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia 
Penal Militar y Policial a los comités, juntas, sesiones 
y demás reuniones interinstitucionales en su respectiva 
jurisdicción relacionadas con el ejercicio de la función 
de policía judicial.

7. Responder por el control estadístico de los aspec-
tos relativos al desarrollo de las investigaciones ade-
lantadas. 

8. Las demás funciones que le señale la ley y el 
Coordinador Nacional del Cuerpo Técnico de Investi-
gación de la Justicia Penal Militar y Policial, relaciona-
das con el cargo.

Artículo 38. Requisitos del Personal Profesional 
y Técnico del Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Justicia Penal Militar y Policial. Para integrar el Cuer-
po Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar 
y Policial, se requiere acreditar como mínimo:

1. Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en 
ejercicio.

2. Título profesional, tecnológico o técnico de cen-
tro académico universitario o instituto legalmente re-
conocido.

3. Acreditar experiencia mínima de un (1) año con 
posterioridad a la obtención del título.

4. Aprobar la selección por meritocracia.
Artículo 39. Apoyo a la Justicia Penal Militar y 

Policial. Los organismos que ejerzan de manera per-
manente o transitoria funciones de policía judicial en 

otras instituciones del Estado, deberán apoyar cuando 
sea necesario las investigaciones de la Justicia Penal 
Militar y Policial. En estos casos, la dirección y control 
de la investigación será del Fiscal Penal Militar y Poli-
cial Delegado. 

Artículo 40. Apoyo Técnico-Cientí co. El Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, de 
conformidad con la ley, prestará apoyo técnico-cientí-

Penal Militar y Policial. Igualmente lo hará con el im-
putado o su defensor cuando estos lo soliciten. 

La Fiscalía General Penal Militar y Policial, el im-
putado o su defensor se apoyarán cuando fuere necesa-
rio, en laboratorios privados nacionales o extranjeros o 
en los de universidades públicas o privadas, nacionales 
o extranjeras debidamente acreditados ante la autori-
dad competente. También prestarán apoyo técnico-

de policía judicial.
Artículo 41. Conformación de Grupos Especiales 

de Investigación. Cuando por la particular complejidad 
de la investigación sea necesario conformar un grupo 
especial en la regional respectiva, el Fiscal Penal Mi-
litar y Policial Delegado lo solicitará al Coordinador 
Regional del Cuerpo Técnico, previa autorización del 
Fiscal General Penal Militar y Policial.

CAPÍTULO VI
Organización del Cuerpo Técnico de Investiga-

ción de la Justicia Penal Militar y Policial
Artículo 42. Cuerpo Técnico de Investigación de 

la Justicia Penal Militar y Policial. El Cuerpo Técni-
co de Investigación de la Justicia Penal Militar y Po-
licial es una dependencia especializada de la Fiscalía 
General Penal Militar y Policial que tiene por objeto 
desarrollar la investigación judicial, criminalística, cri-
minológica y el manejo de la información, orientada a 
brindar apoyo a la administración de la Justicia Penal 
Militar y Policial en los casos de su competencia, inclu-
yendo las investigaciones que se adelanten en vigencia 
de la Ley 522 de 1999.

Artículo 43. Estructura. El Cuerpo Técnico de In-
vestigación de la Justicia Penal Militar y Policial tiene 
competencia investigativa en todo el territorio nacional 
dentro de la jurisdicción Penal Militar y Policial y su 
organización tendrá dos niveles: central y desconcen-
trado.

Parágrafo. El Cuerpo Técnico de Investigación 
de la Justicia Penal Militar y Policial hace parte de la 
estructura de la Unidad Administrativa Especial de la 
Justicia Penal Militar y Policial y por consiguiente el 
Gobierno nacional desarrollará la misma y establecerá 
su planta de personal.

TÍTULO V
ADMINISTRACIÓN, GESTIÓN Y CONTROL 

DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL
CAPÍTULO I

Unidad Administrativa Especial de la Justicia 
Penal Militar y Policial 

Artículo 44. Transformación de la Dirección Eje-
cutiva de la Justicia Penal Militar en Unidad Admi-
nistrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Poli-
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cial. Trasformase la Dirección Ejecutiva de la Justicia 
Penal Militar del Ministerio de Defensa Nacional de 
que trata el artículo 26 del Decreto 1512 de 2000, la 

en una Unidad Administrativa Especial con personería 
-

monio propio, adscrita al Ministerio de Defensa Na-
cional, cuyo domicilio principal está en la ciudad de 
Bogotá, D. C. y podrá contar con dependencias descon-
centradas territorialmente, la cual se denominará Uni-
dad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar 
y Policial y hará parte del sector descentralizado de la 
Rama Ejecutiva del Orden Nacional.

Artículo 45. Objetivo de la Unidad Administra-
tiva Especial de la Justicia Penal Militar y Policial. 
La Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial, tendrá como objetivo fundamental 
la organización, funcionamiento y administración de la 
jurisdicción especializada. 

Artículo 46. Patrimonio. El patrimonio de la Uni-
dad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar 
y Policial estará constituido por: 

1. Las partidas que se le asignen en el Presupuesto 
General de la Nación. 

2. Los recursos que reciba a título de donaciones, le-
gados y asignaciones de personas naturales o jurídicas 
nacionales o extranjeras, gobiernos o entidades guber-
namentales extranjeros, organismos internacionales u 
organizaciones de cualquier naturaleza local, nacional 
o internacional. 

3. Los recursos que a través de convenios reciba de 
entidades públicas o privadas para el desarrollo de sus 
planes y programas o para su funcionamiento. 

4. Los recursos provenientes del fondo cuenta de la 
Jurisdicción Penal Militar y Policial que se crea en la 
presente ley.

5. Los bienes que se encuentren asignados a la Di-
rección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar.

6. Los demás bienes, rentas y recursos que adquiera 
o reciba a cualquier título.

Artículo 47. Fondo Cuenta. Créase el Fondo Cuen-
ta de la Justicia Penal Militar y Policial, el cual será 
administrado por la Unidad Administrativa Especial de 
la Justicia Penal Militar y Policial; el fondo no tendrá 
personería jurídica, a través del mismo se manejarán 
los recursos por concepto de multas, cauciones, bienes 
y recursos provenientes de las declaratorias de comiso 
que se hagan efectivas, de los títulos de depósito ju-
dicial constituidos en la jurisdicción especializada en 
los que se declare su prescripción y del valor reem-
bolsable de las fotocopias que se expidan; los recursos 
que ingresen al fondo se destinarán a la adecuación, 
mantenimiento y adquisición de elementos y equipos 
de los despachos de la Justicia Penal Militar y Policial 
e insumos necesarios para la práctica de diligencias ju-
diciales e investigativas. 

Artículo 48. Funciones de la Unidad Administra-
tiva Especial de la Justicia Penal Militar y Policial. 
La Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial tendrá las siguientes funciones:

1. Administrar la jurisdicción especializada.

2. Llevar el control y gestión de rendimiento de los 
funcionarios y empleados de la Jurisdicción Penal Mi-
litar y Policial. 

3. Implementar las políticas, planes, programas y 
proyectos de la jurisdicción especializada.

4. Administrar y conservar el archivo de la jurisdic-
ción especializada. 

5. Las demás que le señale la ley.
Artículo 49. Órganos de Dirección y Administra-

ción. La Unidad Administrativa Especial de la Justicia 
Penal Militar y Policial tendrá como órganos de direc-
ción y administración el Consejo Directivo y el Direc-
tor Ejecutivo.

Artículo 50. Integración. El Consejo Directivo de 
la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial estará integrado por: 

1. El Ministro de Defensa Nacional quien lo presi-
dirá.

2. El Ministro de Justicia y del Derecho.
3. El Comandante General de las Fuerzas Militares.
4. El Director General de la Policía Nacional.
5. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.
Parágrafo 1°. Los Ministros solo podrán delegar su 

participación en los Viceministros, el Comandante Ge-
neral de las Fuerzas Militares podrá delegarla en el Jefe 
del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Militares, 
el Director General de la Policía Nacional de Colom-
bia en el Subdirector General de la Policía Nacional, el 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia en el Vice-
presidente de la Corporación.

Parágrafo 2°. Al Consejo Directivo asistirá el Di-
rector Ejecutivo de la Unidad Administrativa Especial 
de la Justicia Penal Militar y Policial, el Presidente del 
Tribunal Superior Militar y Policial y el Fiscal General 
Penal Militar y Policial con voz pero sin voto. El órga-
no directivo podrá invitar a otros servidores públicos y 
personas que considere importante escuchar sobre de-
terminados asuntos de interés para la entidad, quienes 
asistirán con derecho a voz pero sin voto. 

El Consejo sesionará con la periodicidad que deter-
minen los estatutos. 

La Secretaría Técnica del Consejo estará a cargo de 
la Dirección Ejecutiva de la Unidad Administrativa Es-
pecial de la Justicia Penal Militar y Policial y sus actas 
serán reservadas.

Parágrafo 3°. En ningún caso los miembros del 
Consejo Directivo ni el Director Ejecutivo de la Uni-
dad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar 
y Policial, podrán interferir en las decisiones judiciales 
de los funcionarios de la jurisdicción.

Artículo 51. Funciones del Consejo Directivo de 
la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Pe-
nal Militar y Policial. El Consejo Directivo de la Uni-
dad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar 
y Policial, tendrá las siguientes funciones: 

-
tos de la Unidad. 

2. Conocer de los informes de gestión presentados 
por el Director Ejecutivo. 
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3. Aprobar el proyecto de presupuesto anual de la 
Unidad.

4. Aprobar el plan de desarrollo y su correspondien-
te plan de inversiones.

5. Evaluar y recomendar al Gobierno nacional las 

de personal que considere pertinentes.
6. Adoptar sus estatutos y cualquier reforma que a 

ellos se introduzca.

8. Las demás que le señalen la ley y sus estatutos.
Artículo 52. Director Ejecutivo y Subdirector 

General de la Unidad Administrativa Especial de la 
Justicia Penal Militar y Policial. La Unidad Adminis-
trativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial 
tendrá un Director Ejecutivo de libre nombramiento y 
remoción del Presidente de la República y un Subdirec-
tor General nombrado por el Director, uno de los cuales 

uso de buen retiro, de grado no inferior al de Brigadier 
General o su equivalente en la Armada Nacional.

El Director y el Subdirector serán independientes de 
la línea de mando, así uno de ellos ostente la condición 

Parágrafo.
vez la terminación de su designación y el regreso a su 
Fuerza de procedencia. Esta podrá aceptar o rechazar 
su solicitud.

En caso de ser aceptado no podrá regresar a la Jus-
ticia Penal Militar y Policial mientras esté en servicio 
activo.

Artículo 53. Requisitos para ocupar el cargo de 
Director Ejecutivo de la Unidad Administrativa Espe-
cial de la Justicia Penal Militar y Policial. Para ocupar 
el cargo de Director Ejecutivo de la Unidad Adminis-
trativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial se 
requiere acreditar los siguientes requisitos:

1. Ser colombiano por nacimiento y ciudadano en 
ejercicio.

2. Acreditar título profesional de abogado y posgra-
do en área jurídica o administrativa.

3. Acreditar como mínimo ocho (8) años de expe-
riencia profesional.

Artículo 54. Funciones de la Dirección Ejecutiva 
de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia 
Penal Militar y Policial. La Dirección Ejecutiva de la 
Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial tendrá las siguientes funciones: 

1. Implementar las políticas y ejecutar los planes, 
programas, proyectos y decisiones adoptadas por el 
Consejo Directivo. 

2. Adoptar y proponer según su competencia, las de-
cisiones necesarias para que la Justicia Penal Militar y 

3. Administrar de conformidad con las normas vi-
gentes el talento humano, y los bienes y recursos des-
tinados para el funcionamiento de la Justicia Penal 
Militar y Policial, desarrollando adecuados sistemas de 
información y control.

4. Impartir las directrices para mantener actualizada 
la plataforma tecnológica y de comunicaciones de la 
Unidad.

5. Elaborar y presentar al Consejo Directivo de la 
Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial el informe de gestión anual y los que 
este solicite.

6. Diseñar planes, programas y proyectos que pro-
pendan por el comportamiento ético del personal de la 
Justicia Penal Militar y Policial.

7. Elaborar e impulsar programas de capacitación 
y formación del personal de la Justicia Penal Militar y 
Policial. 

8. Adoptar los mecanismos de control de rendimien-
to y gestión de los funcionarios y empleados de la Jus-
ticia Penal Militar y Policial y tomar las decisiones ne-
cesarias para su buen funcionamiento y descongestión.

9. Determinar la distribución, ubicación territorial y 
lugar de funcionamiento de los despachos judiciales de 
acuerdo con las necesidades del servicio.

10. Presentar al Consejo Directivo el mapa judicial 

11. Crear y organizar los grupos internos de trabajo 
necesarios para el funcionamiento de la Unidad Admi-
nistrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Poli-
cial y designar sus coordinadores.

12. Expedir manuales de funciones y requisitos, 
procesos y procedimientos, circulares, directivas, ins-
tructivos, reglamentos, resoluciones y demás actos 
administrativos necesarios para el adecuado funciona-
miento de la Justicia Penal Militar y Policial.

13. Regular los trámites de los títulos judiciales y 
demás aspectos administrativos que se adelanten en 
los despachos judiciales y cuando lo considere necesa-
rio establecer servicios administrativos comunes para 
ellos.

14. Conceder estímulos, reconocer los méritos y 

distinga por los servicios prestados a la Justicia Penal 
Militar y Policial.

15. Ejercer la facultad nominadora de los servido-
res públicos de la Unidad Administrativa Especial de 
la Justicia Penal Militar y Policial, salvo de los de pe-
riodo.

16. Designar y terminar la designación de los miem-
bros de la Fuerza Pública del Cuerpo Autónomo de la 
Justicia Penal Militar y Policial.

servidores públicos de la Unidad Administrativa Es-
pecial de la Justicia Penal Militar y Policial y de los 
miembros de la Fuerza Pública del Cuerpo Autónomo 
de la Justicia Penal Militar y Policial, de acuerdo con la 
Constitución y la ley.

18. Ubicar y distribuir los servidores públicos de la 
Justicia Penal Militar y Policial de acuerdo con la plan-
ta disponible y las necesidades del servicio.

19. Celebrar los contratos, convenios y acuerdos 

Justicia Penal Militar y Policial.
20. Ser ordenador del gasto para el cumplimiento de 

las funciones que le correspondan.
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21. Representar a la entidad judicial y extrajudicial-
mente y nombrar los apoderados especiales que de-
mande la mejor defensa de los intereses de la entidad. 

22. Ejercer la función de control disciplinario en 
los términos de ley, sobre los servidores públicos que 
ejerzan funciones administrativas y de apoyo a los des-
pachos judiciales, así como sobre los Jueces de Co-
nocimiento Especializado, Conocimiento, Garantías, 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, Fiscales 
Delegados ante los Jueces de Conocimiento Especiali-
zado, Conocimiento y servidores del Cuerpo Técnico 
de Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial, 
en relación con conductas distintas a las derivadas de 
su función judicial y de policía judicial. 

23. Presentar el proyecto de presupuesto al Consejo 
Directivo para su aprobación.

24. Elaborar el proyecto de plan de desarrollo de la 
Justicia Penal Militar y Policial con su correspondien-
te plan de inversiones y someterlo a la aprobación del 
Consejo Directivo.

25. Suscribir convenios y acuerdos institucionales 
con entidades nacionales e internacionales.

26. Administrar la Escuela de Justicia Penal Militar 
y Policial que por esta ley se crea, presidir su Consejo 
Directivo y nombrar su director. 

27. Las demás que le asigne la ley y los estatutos.
Parágrafo. Para todos efectos, la representación le-

gal de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia 
Penal Militar y Policial estará en cabeza de su Director 
Ejecutivo.

Artículo 55. Inhabilidades. No podrán desempeñar 
cargos en la Unidad Administrativa Especial de la Jus-
ticia Penal Militar y Policial, los servidores públicos 
que incurran en alguna de las causales de inhabilidad 
establecidas en la Constitución Política y en la ley. 

Artículo 56. Causales de Impedimento, Recusa-
ción y trámite de las mismas. A los servidores públi-
cos de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia 
Penal Militar y Policial, se les aplicarán las causales de 
impedimento y recusación establecidas en la ley y se 
tramitarán de conformidad con los procedimientos allí 
establecidos. 

Artículo 57. Faltas Absolutas y Temporales. Las 
faltas absolutas y temporales establecidas en la Consti-
tución Política y en la ley, se aplicarán a los servidores 
públicos de la Unidad Administrativa Especial de la 
Justicia Penal Militar y Policial.

Artículo 58. Autoridad Disciplinaria. Los servido-
-

les de la Justicia Penal Militar y Policial, serán inves-
tigados disciplinariamente por conductas derivadas del 
ejercicio de sus funciones por la Procuraduría General 

Control Disciplinario Interno de la Unidad Administra-
tiva Especial de la Justicia Penal Militar y Policial; sin 
perjuicio en este último caso, del ejercicio del poder 
preferente de la Procuraduría General de la Nación. 

Artículo 59. Estructura de la Unidad Administra-
tiva Especial de la Justicia Penal Militar y Policial. 
La estructura interna de la Unidad Administrativa Es-
pecial de la Justicia Penal Militar y Policial será esta-
blecida por el Gobierno nacional, de acuerdo con sus 
facultades constitucionales y legales.

Parágrafo Transitorio. Hasta tanto entre en fun-
cionamiento la Unidad Administrativa Especial de la 
Justicia Penal Militar y Policial, la Dirección Ejecutiva 
de la Justicia Penal Militar como dependencia interna 
del Ministerio de Defensa Nacional, continuará con la 
administración y dirección de la Justicia Penal Militar.

CAPÍTULO II
Escuela de Justicia Penal Militar y Policial

Artículo 60. Objeto. Créase la Escuela de Justicia 
Penal Militar y Policial, como un centro de formación 
inicial y continuada de funcionarios y empleados al 
servicio de la Justicia Penal Militar y Policial, con el 
objeto de ofrecer a sus servidores de manera permanen-
te, inducción y re-inducción judicial en administración 
de justicia tanto teórica como práctica, formación en 
temas académicos buscando el continuo mejoramiento 
de su función misional de operador judicial, capacita-
ción y actualización en técnicas de administración, ges-
tión judicial e investigativa, entre otros.

Artículo 61. Estructura. La Escuela de Justicia 
Penal Militar y Policial hace parte de la estructura de 
la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial y por consiguiente el Gobierno na-
cional desarrollará la misma y establecerá su planta de 
personal.

TÍTULO VI
INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA DE LA JUS-

TICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL
CAPÍTULO I

Independencia de la Justicia Penal Militar y 
Policial

Artículo 62. Independencia del Mando Institucio-
nal de la Fuerza Pública. La Justicia Penal Militar y 
Policial será independiente del mando institucional de 
la Fuerza Pública. Su función exclusiva será la de ad-
ministrar justicia conforme a la Constitución y la ley. 
Los funcionarios y empleados de la Justicia Penal Mi-
litar y Policial no podrán buscar o recibir instrucciones 
del mando de la Fuerza Pública, respecto del cumpli-
miento de su función judicial.

Los miembros de la Fuerza Pública en servicio ac-
tivo que hacen parte de la línea de mando, no podrán 
ejercer funciones en la Justicia Penal Militar y Policial.

Los miembros de la Fuerza Pública en servicio ac-
tivo que hacen parte de la Jurisdicción Penal Militar y 
Policial, no podrán participar en el ejercicio del mando.

CAPÍTULO II
Cuerpo autónomo de la Justicia Penal Militar y 

Policial
Artículo 63. Cuerpo Autónomo de la Justicia Pe-

nal Militar y Policial. Créase el Cuerpo Autónomo de 
la Justicia Penal Militar y Policial, conformado por 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo que 
desempeñen cargos judiciales, investigativos, o de apo-
yo judicial o investigativo en la Justicia Penal Militar 
y Policial; con un sistema de carrera propio e indepen-
diente del mando institucional y bajo la dependencia de 
la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial. 

Parágrafo. La pertenencia al Cuerpo Autónomo de 
la Justicia Penal Militar y Policial, genera dependencia 
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administrativa de los miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo que lo integran de la Unidad Adminis-
trativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, 
y por tanto estarán a disposición de la citada entidad.

Artículo 64. Incorporación de los miembros de la 
Fuerza Pública al Cuerpo Autónomo de la Justicia 
Penal Militar y Policial. En virtud de la entrada en vi-

que desempeñen cargos en la Jurisdicción, se incorpo-
rarán al Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Mili-
tar y Policial y no tendrán que acreditar los requisitos 
especiales establecidos en la presente ley para ocupar 

-
les, miembros del nivel ejecutivo y agentes en servicio 
activo, que a la entrada en vigencia de la presente ley 
desempeñen cargos en la Jurisdicción, se incorporarán 
al Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Po-
licial y no tendrán que acreditar los requisitos estable-
cidos en la presente ley para ocupar el cargo en el cual 
queden incorporados.

Artículo 65. Integración de los miembros de la 
Fuerza Pública al Cuerpo Autónomo de la Justicia 
Penal Militar y Policial. Para integrar el Cuerpo Au-
tónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, la Di-
rección Ejecutiva de la Unidad Administrativa Especial 
de la Justicia Penal Militar y Policial, solicitará a las 
Fuerzas de acuerdo con las necesidades del servicio, 

-

miembros del nivel ejecutivo y patrulleros de la Policía 
Nacional, para desempeñar cargos en la Jurisdicción 
Especializada, listas de las cuales la Dirección de la 
Unidad seleccionará de acuerdo con el procedimiento 
interno y designará a los funcionarios y empleados ju-
diciales e investigativos requeridos para el servicio.

Artículo 66. Determinación de la Planta Militar y 
Policial. La planta militar y policial de los miembros 
de la Fuerza Pública que integren el Cuerpo Autónomo 

el Gobierno nacional, con base en las necesidades que 
presente la Dirección Ejecutiva de la Unidad Adminis-
trativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, 
quien la manejará.

La planta determinará el número de miembros de la 
Fuerza Pública por grado.

CAPÍTULO III
Procedencia y cambio de cuerpo de los miem-

bros de la Fuerza Pública al cuerpo autónomo de la 
Justicia Penal Militar y Policial

Artículo 67. Procedencia de la Fuerza Pública. 
Quien aspire a pertenecer al Cuerpo Autónomo de la 
Justicia Penal Militar y Policial, deberá estar previa-
mente escalafonado en la Fuerza Pública de acuerdo 
con los procedimientos legales establecidos en los res-
pectivos estatutos.

Artículo 68. Cambio de Cuerpo o Especialidad. 
Para pertenecer al Cuerpo Autónomo de la Justicia Pe-
nal Militar y Policial, los miembros de la Fuerza Públi-
ca en servicio activo, deberán cumplir con los siguien-
tes requisitos:

1. Capacidad psicofísica.
2. Acreditar como mínimo el grado de Capitán o Te-

niente de Navío.

3. No haber sido sancionado penal o disciplinaria-
-

cado en lista 1, 2 o 3 en las evaluaciones de las Fuerzas 
Militares o en las escalas de medición excepcional, su-
perior o satisfactoria de la Policía Nacional. 

4. Concepto previo de la Junta Asesora del Ministe-
rio de Defensa o del respectivo Comandante de Fuerza 
o del Director General de la Policía Nacional de Co-
lombia, según corresponda.

Parágrafo 1°. 
ejecutivo y patrulleros, no requieren acreditar grado 
militar o policial mínimo. 

Parágrafo 2°. Los folios de vida de los miembros 
de la Fuerza Pública pasarán a la Unidad Administra-
tiva Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, 
mientras se encuentren desempeñando un cargo judi-
cial o investigativo de su planta de personal.

CAPÍTULO IV

Régimen de personal aplicable a los miembros 
de la Fuerza Pública que integran el cuerpo autó-

nomo de la Justicia Penal Militar y Policial 

Artículo 69. Ascenso Militar o Policial. Se entien-
de como ascenso militar o policial el cambio de jerar-
quía al grado superior en su carrera militar o policial de 
los miembros de la Fuerza Pública.

Artículo 70. Envío a curso de ascenso. Transcu-
rrido el tiempo mínimo reglamentario para ascender 
en grado militar o policial y cumplidos los demás re-
quisitos establecidos en las normas especiales de cada 
Fuerza, la Dirección Ejecutiva de la Unidad Adminis-
trativa Especial a través de su dependencia de Talento 

evaluación en el desempeño judicial, de gestión inves-
tigativa o de apoyo judicial o investigativo, y someterá 
a decisión del Comité de Ascensos los nombres de los 
miembros de la Fuerza Pública que deberán ser envia-
dos a curso de ascenso a la Fuerza a la que pertenezcan.

Artículo 71. Condiciones para ascenso del perso-
nal del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar 
y Policial. Los miembros de la Fuerza Pública pertene-
cientes al Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar 
y Policial, para ascender dentro de la jerarquía militar 
y policial, deberán acreditar además de las condiciones 
y requisitos comunes establecidos en los estatutos de 
carrera militar o policial, los siguientes: 

1. Tener el tiempo mínimo de servicio efectivo esta-
blecido para cada grado en los estatutos de carrera del 
personal de la Fuerza Pública.

2. Capacidad profesional acreditada con las evalua-
ciones anuales de desempeño en el cargo, realizadas 
conforme a lo previsto en la presente ley.

3. Adelantar y aprobar los cursos de ascenso regla-
mentarios.

4. Acreditar aptitud psicofísica de acuerdo con el 
reglamento vigente.

5. Concepto favorable del Comité de Ascensos del 
Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Poli-
cial.
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Artículo 72. Autoridad competente para conceder 
ascensos. 
Coronel o Capitán de Navío será dispuesto por el Go-

nivel ejecutivo y patrulleros por el Ministro de Defensa 
Nacional previa recomendación del Comité de Ascen-
sos del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar 
y Policial.

Artículo 73. Ascenso de O ciales Generales y de 
Insignia. 
de Insignia, el Gobierno nacional escogerá libremente 

establecidos en los respectivos estatutos de carrera de 
la Fuerza Pública.

Artículo 74. Comité de Ascensos del Cuerpo Au-
tónomo de la Justicia Penal Militar y Policial. El Co-
mité de Ascensos del Cuerpo Autónomo de la Justicia 
Penal Militar y Policial estará conformado por:

1. El Ministro de Defensa Nacional o su delegado.

2. El Director Ejecutivo de la Unidad Administrati-
va Especial de la Justicia Penal Militar y Policial.

3. El Presidente del Tribunal Superior Militar y Po-
licial.

4. El Fiscal General Penal Militar y Policial.

5. El funcionario judicial de mayor antigüedad y 
grado de las Fuerzas Militares, integrante del Cuerpo 
Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, cuan-
do se trate de ascensos de las Fuerzas Militares. 

6. El funcionario judicial de mayor antigüedad y 
grado de la Policía Nacional, integrante del Cuerpo Au-
tónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, cuando 
se trate de ascensos de la Policía Nacional. 

Artículo 75. Funciones del Comité de Ascensos de 
la Justicia Penal Militar y Policial. Son funciones del 
Comité de Ascensos de la Justicia Penal Militar y Poli-
cial las siguientes:

1. Evaluar las anotaciones existentes en el folio de 
-

ción de la evaluación judicial, de gestión investigativa 
o de apoyo judicial o investigativo de los miembros de 
la Fuerza Pública y de acuerdo con ello decidir quiénes 
deben ser enviados a curso de ascenso a la Fuerza a la 
que pertenecen.

2. Emitir concepto para ascenso.

-
bro del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar 
y Policial.

5. Seleccionar y recomendar al Gobierno nacional 
por intermedio del Ministro de Defensa Nacional, los 
ascensos dentro de la jerarquía militar y policial del 
personal del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Mi-
litar y Policial.

6. Aplicar los reglamentos de evaluación de las 
Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, para la 

Policial.

7. Darse su propio reglamento.

Artículo 76. Parámetros para la recomendación 
de ascensos. El Comité fundamentará su recomenda-
ción de ascenso en la antigüedad, las anotaciones exis-

judicial, de gestión investigativa o de apoyo judicial o 
investigativo y el resultado obtenido en el curso de as-
censo, información que será consolidada en orden de 
precedencia por el responsable de Talento Humano de 
la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial. 

El Comité seleccionará y recomendará al Gobierno 
-
-

licial y desempeño judicial o de gestión investigativa. 

ejecutivo y patrulleros de la Fuerza Pública, el Comi-
té sesionará sin la presencia del Ministro de Defensa 
Nacional o su delegado y seleccionará y recomendará 
al Ministro los nombres de los que considere merecen 

desempeño en cargos de apoyo judicial o investigativo. 
Artículo 77. Requisitos Especiales para Ascenso. 

A los miembros de la Fuerza Pública que se incorporen 
al Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Po-
licial, no se les exigirá a partir de la vigencia de la pre-
sente ley, los requisitos especiales establecidos en los 
estatutos sobre el cumplimiento de tiempos mínimos 
en el desempeño de cargos en la Justicia Penal Militar, 
para ascender.

Artículo 78. Situaciones Administrativas de Per-
sonal. A los miembros de la Fuerza Pública del Cuerpo 
Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, que 
desempeñen cargos en la Jurisdicción Penal Militar y 
Policial, les serán aplicables por el Director Ejecutivo 
de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Pe-
nal Militar y Policial, las situaciones administrativas de 
personal previstas en los estatutos de carrera especial 
del personal civil y no uniformado del Ministerio de 
Defensa Nacional y sus entidades descentralizadas, 
adscritas y vinculadas. 

CAPÍTULO V
Formación y capacitación 

Artículo 79. Formación. Los miembros de la 
Fuerza Pública que integren el Cuerpo Autónomo de 
la Justicia Penal Militar y Policial, deberán recibir la 
formación militar o policial impartida por su respectiva 
Fuerza.

Artículo 80. Capacitación. La capacitación de los 
miembros de la Fuerza Pública que integren el Cuerpo 
Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, será 
continua y estará bajo la coordinación de la Escuela de 
Justicia Penal Militar y Policial, con el objeto de ofre-
cer a quienes administran justicia y realizan funciones 
de investigación y de apoyo judicial e investigativo, 
permanente actualización práctica y teórica en temas 
jurídicos, militares y policiales, técnicas de investiga-
ción, gestión judicial y en todas aquellas áreas relacio-
nadas con el desempeño de sus funciones.

CAPÍTULO VI
Terminación de la designación a los miembros 

de la fuerza pública que integren el cuerpo autó-
nomo de la Justicia Penal Militar y Policial y retiro 

del servicio activo 
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Artículo 81. Terminación de la designación por 
solicitud propia del miembro de la Fuerza Pública. 
El miembro de la Fuerza Pública integrante del Cuerpo 
Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, podrá 
solicitar por una sola vez la terminación de su desig-
nación y el regreso a su Fuerza de procedencia. Esta 
podrá aceptar o rechazar su solicitud.

En caso de ser aceptado no podrá regresar a la Jus-
ticia Penal Militar y Policial mientras esté en servicio 
activo.

Artículo 82. Causales de Terminación de la Desig-
nación en el Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal 
Militar y Policial y Retiro de la Fuerza Pública. Son 
causales de terminación de la designación en el Cuerpo 
Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial y de 
Retiro de la Fuerza Pública las siguientes:

1. Ser condenado penalmente por sentencia debi-
damente ejecutoriada, excepto por delitos culposos, 
siempre que en este último caso la pena impuesta no 
implique privación de la libertad.

2. Ser destituido o separado del cargo por decisión 
debidamente ejecutoriada, como resultado de proceso 
disciplinario.

Fuerza Pública.
4. Incurrir en cualquiera de las causales de retiro 

consignadas en los reglamentos de la institución militar 
o policial a la cual pertenece.

Artículo 83. Retiro del Cuerpo Autónomo de la 
Justicia Penal Militar y Policial. El retiro del Cuer-
po Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial se 

-
bro de la Fuerza Pública en un cargo de la Justicia Pe-
nal Militar y Policial.

Parágrafo. Incurrir en cualquiera de las causales 
de terminación de la designación del artículo anterior 
conlleva igualmente el retiro de la Fuerza Pública. La 
Dirección Ejecutiva de la Unidad Administrativa Es-
pecial de la Justicia Penal Militar y Policial, tramitará 
el retiro del servicio activo del miembro de la Fuerza 
Pública ante el Gobierno nacional o el Ministro de De-
fensa, según corresponda.

Artículo 84. Efectos de la terminación de la desig-
nación. El personal militar o policial al que se le haya 
terminado la designación, no podrá volver a ocupar 
cargos en la planta de personal de la Unidad Adminis-
trativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, 
excepto si la misma fue por solicitud propia, caso en 
el cual el Director Ejecutivo de la Unidad Administra-
tiva Especial podrá nombrarlo en calidad de retirado, 
de acuerdo con las necesidades del servicio, siempre 
que cumpla con los requisitos exigidos para un cargo 
vacante y supere el proceso de vinculación.

CAPÍTULO VII

Fuerza Pública del cuerpo autónomo de la Justicia 
Penal Militar y Policial

Artículo 85. Autoridad evaluadora y revisora. 
La autoridad evaluadora y revisora del personal de la 
Fuerza Pública miembro del Cuerpo Autónomo de la 

-
ciales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional 

integrantes de dicho cuerpo u orgánicos de la Unidad 
Administrativa Especial, que no intervengan en la eva-
luación de desempeño judicial.

La evaluación y revisión se efectuará conforme a 
los reglamentos de las Fuerzas Militares y de la Policía 

-
empeño Militar y Policial. 

CAPÍTULO VIII
Régimen Disciplinario de los Miembros del 

Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y 
Policial

Artículo 86. Titularidad de la Acción Disciplina-
ria. Los miembros del Cuerpo Autónomo de la Justicia 
Penal Militar y Policial solo podrán ser disciplinados 
por la Procuraduría General de la Nación por faltas en 
el ejercicio de sus funciones judiciales. 

Cuando se trate de faltas distintas a las cometidas en 
el ejercicio de la función judicial, será competente para 
conocer y decidir las faltas leves en única instancia y en 

-
cial de grado Coronel o Capitán de Navío y en segunda 

antigüedad, miembros del Cuerpo Autónomo de la Jus-
ticia Penal Militar y Policial u orgánicos de la Unidad 
Administrativa Especial, designados por su Dirección 
Ejecutiva.

Artículo 87. Faltas Disciplinarias, Procedimiento 
y Sanciones. A los miembros del Cuerpo Autónomo 
de la Justicia Penal Militar y Policial se les aplicarán 
las normas establecidas en los respectivos estatutos 
disciplinarios tanto de las Fuerzas Militares como de 
la Policía Nacional en materia de faltas disciplinarias, 
procedimiento y sanciones, así como las establecidas 
en el régimen disciplinario para servidores públicos.

Artículo 88. Normas de remisión. En todo lo no 
regulado en el presente título, relacionado con los 
miembros de la Fuerza Pública que integren el Cuer-
po Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, se 
les aplicará lo establecido en los regímenes especiales 
respectivos.

TÍTULO VII
EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO 

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 89. Evaluación de desempeño de los Jue-

ces Penales Militares y Policiales. La evaluación de 
desempeño de los jueces penales militares y policiales 
corresponde al Director Ejecutivo de la Unidad Admi-
nistrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Poli-
cial y al Tribunal Superior Militar y Policial, de confor-
midad con los siguientes criterios:

1. El Director Ejecutivo de la Unidad Administrati-
va Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, eva-
luará el rendimiento estadístico de los jueces penales 
militares y policiales de acuerdo con la validación de 
los informes de cada despacho.

2. El Tribunal Superior Militar y Policial evaluará la 
estructura formal y la construcción material de las pro-
videncias de los jueces penales militares y policiales.

Parágrafo. La consolidación de las evaluaciones 
establecidas en los numerales anteriores, permitirá 
determinar el rendimiento anual de los jueces penales 
militares y policiales, la cual constituirá para el perso-
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nal militar y policial el indicador de desempeño en el 
cargo.

Artículo 90. Evaluación de desempeño de los Fis-
cales Penales Militares y Policiales Delegados ante los 
Jueces Penales Militares y Policiales y de los servido-
res del Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia 
Penal Militar y Policial. La evaluación de desempeño 

ante los jueces penales militares y policiales y de los 
servidores del Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Justicia Penal Militar y Policial, corresponde al Direc-
tor Ejecutivo de la Unidad Administrativa Especial de 
la Justicia Penal Militar y Policial, al Fiscal General 
Penal Militar y Policial y a los Fiscales Penales Mili-
tares y Policiales Delegados ante el Tribunal Superior 
Militar y Policial, de conformidad con los siguientes 
criterios:

1. El Director Ejecutivo de la Unidad Administrati-
va Especial de la Justicia Penal Militar y Policial eva-

militares y policiales delegados ante los jueces penales 
militares y policiales y de los servidores del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial, de acuerdo con la validación de los informes 
de cada despacho y el informe estadístico consolida-
do presentado por el Coordinador Nacional del Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 
Policial.

2. El Fiscal General Penal Militar y Policial y los 
Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados ante 
el Tribunal Superior Militar y Policial, evaluarán la 
gestión investigativa, el diseño del programa metodo-
lógico, la estructura de la teoría del caso, la actuación 
y argumentación en estrados judiciales y su efectividad 
en el resultado de la acción penal de los Fiscales Pe-
nales Militares y Policiales Delegados ante los Jueces 
Penales Militares y Policiales. Así mismo evaluarán a 
los coordinadores del Cuerpo Técnico de Investigación 
de la Justicia Penal Militar y Policial, con fundamento 

misiones asignadas a los servidores. 
3. El Fiscal General Penal Militar y Policial y el 

Coordinador Nacional del Cuerpo Técnico de Investi-
gación evaluarán la gestión desarrollada en las misio-
nes de trabajo, la efectividad de los informes periciales, 
técnicos y los resultados de la actividad investigativa 
de los servidores del Cuerpo Técnico de Investigación 
de la Justicia Penal Militar y Policial.

Parágrafo. La consolidación de las evaluaciones 
establecidas en los numerales anteriores permitirá de-
terminar el rendimiento anual de los Fiscales Penales 
Militares y Policiales Delegados ante los Jueces Pena-
les Militares y Policiales, y de los servidores del Cuer-
po Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar 
y Policial, la cual constituirá para el personal militar y 
policial el indicador de desempeño en el cargo.

Artículo 91. Evaluación de desempeño de Secre-
tarios y Asistentes Judiciales. La evaluación de estos 

ejecutivo, patrulleros y civiles que realicen labores de 
apoyo a la gestión judicial e investigativa, correspon-
derá al titular o encargado del respectivo despacho.

Artículo 92. Sistema de Evaluación. Los indicado-
res aplicables a las evaluaciones de rendimiento, serán 
diseñados por los evaluadores y expedidos mediante 

acto administrativo por la Dirección Ejecutiva de la 
Unidad Administrativa Especial.

Artículo 93. Recursos. Contra el resultado de la 
evaluación de rendimiento de gestión judicial e investi-
gativa y de apoyo judicial e investigativo, procede solo 
el recurso de reposición dentro de los cinco (5) días 

edicto.
TÍTULO VIII

DISPOSICIONES SOBRE COMPETENCIA 
PARA EL TRÁNSITO AL SISTEMA PENAL ACU-

SATORIO Y PARA GARANTIZAR SU PLENA 
OPERATIVIDAD EN LA JURISDICCIÓN ESPE-

CIALIZADA
CAPÍTULO I

Disposiciones sobre competencia para el tránsi-
to al sistema penal acusatorio 

Artículo 94. Procesos en Curso. Los procesos en 
los que a la entrada en vigencia de la presente ley no se 
hubiese decretado el inicio del juicio, se regirán por las 
nuevas normas de competencia aquí establecidas siem-
pre y cuando se hayan implementado los nuevos juzga-
dos de conocimiento. En caso contrario continuarán su 
trámite por las reglas de competencia establecidas en la 
Ley 522 de 1999.

Artículo 95. Competencia de los Juzgados de Ins-
trucción Penal Militar. Para garantizar la transición 
al Sistema Penal Acusatorio y facilitar el proceso de 
descongestión judicial con la distribución equilibrada 
de la carga laboral, las investigaciones por hechos ocu-
rridos en vigencia de la Ley 522 de 1999, podrán ser 
asumidas por un Juez de Instrucción Penal Militar, para 

de lo militar o policial del miembro de la Fuerza Pú-
blica investigado, independientemente del lugar donde 
hayan ocurrido los hechos. Para tal efecto el Director 
Ejecutivo de la Unidad Administrativa Especial de la 
Justicia Penal Militar y Policial, podrá redistribuir la 
carga laboral. 

Artículo 96. Competencia de los Juzgados de Pri-
mera Instancia y Fiscalías. Para garantizar la transi-
ción al Sistema Penal Acusatorio y facilitar el proceso 
de descongestión judicial con la distribución equilibra-
da de la carga laboral, a partir de la vigencia de la pre-

la Ley 522 de 1999, así:
1. El Juzgado de Inspección General del Comando 

General de las Fuerzas Militares y el Juzgado de Ins-
pección General del Ejército, además de la competen-
cia a ellos atribuida por la Ley 522 de 1999, podrán co-
nocer de los procesos de competencia de los Juzgados 
Militares de División y de Brigada.

2. El Juzgado de Inspección General de la Arma-
da Nacional, además de la competencia a él atribuida 
por la Ley 522 de 1999, podrá conocer de los procesos 
de competencia de los Juzgados de Fuerza Naval del 

Sur, Brigada de Infantería de Marina y Comando Espe-

3. El Juzgado de Inspección General de la Fuerza 
Aérea, además de la competencia a él atribuida por la 
Ley 522 de 1999, podrá conocer de los procesos de 
competencia de los Juzgados Militares de Comando 
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Aéreo, de Base Aérea, de Grupo Aéreo y de Escuelas 
de Formación, Capacitación y Técnicas.

4. El Juzgado de la Dirección General de la Policía 
Nacional, además de la competencia a él atribuida por 
la Ley 522 de 1999, podrá conocer de los procesos de 
competencia del Juzgado de la Inspección General de 
la Policía Nacional, de los Juzgados de Policía Metro-
politana y de los Juzgados de Departamento de Policía. 
De igual forma, el Juzgado de Inspección General de 
la Policía Nacional podrá conocer de los procesos de 
competencia de los Juzgados de Policía Metropolitana 
y de los Juzgados de Departamento de Policía.

Parágrafo. Del mismo modo las Fiscalías Penales 
-

sación ante los Juzgados Instancia. 

CAPÍTULO II

Disposiciones para garantizar la plena operati-
vidad del Sistema Penal Acusatorio en la Jurisdic-

ción Especializada
Artículo 97. Aceptación de Cargos. Cuando duran-

te la investigación el procesado sea escuchado en inda-
gatoria, y dentro de esta diligencia aceptare los cargos 
que le impute el juez de instrucción, tendrá derecho a 
una rebaja de hasta la mitad de la pena imponible. Para 
tal efecto, el juez de instrucción procederá a levantar 
acta que suscribirá con el sindicado y su defensor, en la 
que consten los cargos aceptados por el procesado, la 
cual equivaldrá a la resolución de acusación y, remitirá 
de forma inmediata todo lo actuado al juez de conoci-

los cargos, si su aceptación fue libre, voluntaria, espon-
tánea y procederá a aceptarla, sin que a partir de allí 
sea posible retractación alguna; seguidamente dictará 
sentencia. En este evento no será necesario resolver la 
situación jurídica.

Parágrafo. Este procedimiento será aplicable úni-
camente para las conductas punibles establecidas en la 
Ley 1058 de 2006.

Artículo 98. Modifíquese el artículo 24 de la Ley 
1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 24. Dolo. La conducta es dolosa cuando 
el agente conoce los hechos constitutivos de la infrac-
ción penal y quiere su realización. También será dolosa 
la conducta cuando la realización de la infracción penal 
ha sido prevista como probable y su no producción se 
deja librada al azar.”

Artículo 99. Modifíquese el artículo 27 de la Ley 
1407 de 2010 el cual quedara así:

“Artículo 27. Acción u omisión. La conducta puni-
ble puede ser realizada por acción u omisión. 

El miembro de la Fuerza Pública que en razón de su 
competencia funcional y teniendo el control efectivo, 
tenga el deber jurídico de evitar un resultado pertene-
ciente a una descripción típica y no lo hiciere, dispo-
niendo de los recursos y medios, siempre que las cir-
cunstancias fácticas se lo permitan, quedará sujeto a la 
pena prevista en la respectiva norma penal. 

A tal efecto se requiere que tenga a su cargo la pro-
tección real y efectiva del bien jurídico protegido o la 
vigilancia de determinada fuente de riesgo, conforme a 
la Constitución, la ley o los reglamentos.”

Artículo 100. Modifícase el Título VIII de la Ley 
1407 de 2010 “OTROS DELITOS”, en sus artículos 
168 y 169, los cuales pasan al Título V Capítulo VII de 
la citada ley “OTROS DELITOS CONTRA LA SEGU-
RIDAD DE LA FUERZA PÚBLICA”, con el siguiente 
texto:

“Artículo 154 A. Hurto de Armas y Bienes de De-
fensa. El que se apodere de armas, municiones, mate-
rial de guerra o efectos o bienes destinados a la segu-
ridad o defensa nacional, con el propósito de obtener 
provecho para sí o para otro, incurrirá en prisión de 
siete (7) a quince (15) años.

Artículo 154 B. Hurto de uso. Cuando el apode-
ramiento de que trata el artículo anterior se cometiere 

en término no mayor de veinticuatro (24) horas, la pena 
será de prisión de dos (2) a seis (6) años.

Cuando la cosa se restituyere con daño o deterioro 
grave, la pena se aumentará hasta en la mitad.”

Artículo 101. Modifíquese el numeral cuarto (4) 
del artículo 199 de la Ley 1407 de 2010, el cual que-
dará así:

“Artículo 199 (…) 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la 

Nación, a los Generales y a Almirantes de la Fuerza Pú-
blica, a los Magistrados del Tribunal Superior Militar y 
Policial, al Fiscal General Penal Militar y Policial y a 
los Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados 
ante el Tribunal Superior Militar y Policial, por las con-
ductas punibles que se les atribuyan.” 

Artículo 102. Modifícase el artículo 338 “Dura-
ción de los procedimientos” de la Ley 1407 de 2010, 
el cual quedará así: 

“Artículo 338. Duración de los procedimientos. El 
término de que dispone la Fiscalía Penal Militar y Poli-
cial para formular la acusación o solicitar la preclusión, 
no podrá exceder de noventa (90) días contados a partir 
del día siguiente de la formulación de la imputación y, 
de ciento veinte (120) días cuando se presente concurso 
de delitos o sean tres o más los imputados.

Formulada la acusación, la audiencia preparatoria 
deberá realizarse por el Juez Penal Militar y Policial 
de Conocimiento y de Conocimiento Especializado 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la 
ejecutoria del auto de apertura a juicio y la audiencia 
de Corte Marcial dentro de igual término, contado a 
partir del día siguiente a la conclusión de la audiencia 
preparatoria.

Parágrafo. La Fiscalía General Penal Militar y 
Policial tendrá un término máximo de dos (2) años, 
contados a partir de la recepción de la noticia criminal 
para formular imputación u ordenar motivadamente el 
archivo de la indagación. Este término será de máximo 
tres (3) años cuando se presente concurso de delitos o 
sean tres o más los imputados.

Cuando se trate de delitos de competencia del Juez 
Penal Militar y Policial de Conocimiento estos térmi-
nos se reducirán a la mitad.”

Artículo 103. Modifícase el inciso primero del ar-
tículo 452 “Vencimiento del término” de la Ley 1407 
de 2010, el cual quedará así: 
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“Artículo 452. Vencimiento de términos. Vencidos 
los términos previstos en el inciso primero del artículo 
338, el Fiscal Penal Militar y Policial Delegado deberá 
solicitar la preclusión, o formular la acusación ante el 
Juez Penal Militar y Policial de Garantías. De no ha-
cerlo, perderá competencia para seguir actuando, de lo 
cual informará inmediatamente a su respectivo supe-
rior.

(…)”.
Artículo 104. Modifícase el inciso primero del ar-

tículo 479 “Presentación de la acusación” de la Ley 
1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 479. Presentación de la acusación. El 
Fiscal Penal Militar y Policial Delegado presentará el 
escrito de acusación ante el Juez Penal Militar y Poli-
cial de Control de Garantías, cuando de los elementos 
materiales probatorios, evidencia física o información 

-
dad de verdad, que la conducta delictiva existió y que 
el imputado es su autor o partícipe.”

Artículo 105. Modifícase el artículo 481 “Cita-
ción” de la Ley 1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 481. Citación para Audiencia de Acusa-
ción. Presentado por el Fiscal Penal Militar y Policial 
Delegado el escrito de acusación, el Juez Penal Mili-
tar y Policial de Garantías dentro de los tres (3) días 
siguientes al recibo del mismo, señalará fecha y hora 
para la celebración de la audiencia de formulación de 
acusación.

La Fiscalía Penal Militar y Policial entregará copia 
del escrito de acusación con destino al acusado, al de-
fensor, al Ministerio Público y a las víctimas.”

Artículo 106. Modifícase el artículo 482 “Trami-
te” de la Ley 1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 482. Trámite. Abierta por el Juez Penal 
Militar y Policial de Control de Garantías la audiencia 
de acusación, ordenará el traslado del escrito de acusa-
ción a las partes y concederá la palabra en su orden a 
la Fiscalía, al Ministerio Público y a la Defensa, para 
que expresen oralmente las causales de nulidad si las 
hubiere y efectúen las observaciones sobre el escrito de 
acusación, tanto de orden formal como material.

Finalizada la audiencia de formulación de acusa-
ción, el Juez Penal Militar y Policial de Control de 
Garantías resolverá todas las cuestiones planteadas y 
admitirá la acusación si considera que se cumplen las 
exigencias probatorias a que alude el artículo 479 de 
esta ley, decisión contra la cual procede el recurso de 
apelación.

Agotado lo anterior, el Juez Penal Militar y Policial 
de Control de Garantías dispondrá la remisión de todo 
lo actuado al Juez Penal Militar y Policial de Conoci-
miento o de Conocimiento Especializado.”

Artículo 107. Adiciónase el artículo 483A a la 
Ley 1407 de 2010, el cual será del siguiente tenor:

“Artículo 483A. Audiencia preliminar al juicio 
de Corte Marcial. Recibida la actuación, el Juez Penal 
Militar y Policial de Conocimiento o de Conocimiento 
Especializado señalará fecha y hora para la celebración 
de la audiencia preliminar al juicio de Corte Marcial, 
dentro de la cual resolverá las solicitudes de impedi-
mentos, recusaciones, impugnación de competencia, 
medidas de protección, descubrimiento de los elemen-

tos materiales probatorios y evidencia física, su admisi-
-

cia preparatoria. A partir de este momento se entenderá 
iniciada la etapa de juicio.”

Artículo 108. Modifícase el artículo 486 “Fecha 
de la audiencia preparatoria” de la Ley 1407 de 
2010, el cual quedará así:

“Artículo 486. Fecha de la audiencia preparato-
ria. Agotados los trámites de la audiencia preliminar 
al juicio de Corte Marcial, el Juez Penal Militar y Po-
licial de Conocimiento o Conocimiento Especializado, 

preparatoria, la cual deberá realizarse en un término no 
inferior a quince (15) días ni superior a treinta (30) días 
siguientes a su señalamiento.”

Artículo 109. Adiciónase el artículo 491A a la Ley 
1407 de 2010, el cual será del siguiente tenor: 

“Artículo 491A. Preacuerdos desde la audiencia 
de formulación de imputación. Desde la audiencia de 
formulación de imputación y hasta antes de ser presen-
tado el escrito de acusación, la Fiscalía y el imputado 
podrán llegar a un preacuerdo sobre los términos de la 

militar y policial delegado lo presentará ante el juez 
penal militar y policial de conocimiento o de conoci-
miento especializado como escrito de acusación.

-
tado, a través de su defensor podrán adelantar conver-
saciones para llegar a un acuerdo en el cual el imputa-
do se declarará culpable del delito imputado, o de uno 

penal militar y policial delegado:
1. Elimine de su acusación alguna causal de agrava-

-

la pena.”
Artículo 110. Modifícase el artículo 493 de la Ley 

1407 de 2010, el cual quedará así:
“Artículo 493. Modalidades. La aceptación de los 

cargos determinados en la audiencia de formulación de 
la imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad 
de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el 
escrito de acusación.

-
legado y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los 
hechos imputados y sus consecuencias. Si hubiere un 
cambio favorable para el imputado con relación a la 
pena por imponer, esto constituirá la única rebaja com-
pensatoria por el acuerdo. Para efectos de la acusación 
se procederá en la forma prevista en el inciso anterior.

-
mentos cognoscitivos, proyecte formular cargos distin-
tos y más gravosos a los consignados en la formulación 
de la imputación, los preacuerdos deben referirse a esta 
nueva y posible imputación.

obligan al juez penal militar y policial de conocimiento 
o de conocimiento especializado, salvo que ellos des-
conozcan o quebranten las garantías fundamentales.

Aprobados los preacuerdos por el juez penal militar 
y policial de conocimiento o de conocimiento especia-
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lizado, procederá a convocar la audiencia para dictar la 
sentencia correspondiente.

Las reparaciones efectivas a la víctima que puedan 

policial delegado e imputado o acusado, pueden acep-
tarse por la víctima. En caso de rehusarlos, esta podrá 
acudir a las vías judiciales pertinentes.

Parágrafo. Cuando el acusado, previo acuerdo 

continúe el delito o se realicen otros, o aporte infor-
mación esencial para la desarticulación de bandas de 
delincuencia organizada, tendrá derecho a una rebaja 
de hasta la mitad de la pena a imponer.

-
putado sirva como testigo principal de cargo contra los 
demás intervinientes.” 

Artículo 111. Principio de oportunidad y política 
criminal. La aplicación del principio de oportunidad 
deberá hacerse con sujeción a la política criminal del 
Estado.

Artículo 112. Legalidad. La Fiscalía General Pe-
nal Militar y Policial está obligada a perseguir a los 
autores y partícipes en los hechos que revistan las ca-
racterísticas de una conducta punible que llegue a su 
conocimiento, excepto por la aplicación del principio 
de oportunidad, en los términos y condiciones previs-
tos en esta ley.

Artículo 113. Aplicación del principio de opor-
tunidad. La Fiscalía General Penal Militar y Policial, 
en la investigación o en el juicio, hasta antes de la au-
diencia de Corte Marcial podrá suspender, interrumpir 
o renunciar a la persecución penal, en los casos que 
establece esta ley.

Artículo 114. Causales. El principio de oportuni-
dad se aplicará en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de delitos sancionados con pena 
privativa de la libertad cuyo máximo señalado en la 
ley no exceda de seis (6) años o con pena principal de 
multa, siempre que se haya reparado integralmente a la 
víctima conocida o individualizada; si esto último no 

pertinente a título de garantía de la reparación, una vez 
oído el concepto del Ministerio Público.

Esta causal es aplicable igualmente en los eventos 
de concurso de conductas punibles siempre y cuando 
de forma individual, se cumpla con los límites y las 
calidades señaladas en el inciso anterior.

2. Cuando el imputado haya sufrido a consecuencia 
de la conducta culposa, daño físico o moral grave que 
haga desproporcionada la aplicación de una sanción o 
implique desconocimiento del principio de humaniza-
ción de la sanción punitiva.

3. Cuando el ejercicio de la acción penal implique 
riesgo o amenaza grave a la seguridad del Estado.

4. Cuando en delitos contra el patrimonio econó-
mico, el objeto material se encuentre en tan alto grado 
de deterioro respecto de su titular, que la genérica 
protección brindada por la ley haga más costosa su 
persecución penal y comporte un reducido y aleatorio 

5. Cuando el juicio de reproche de culpabilidad 
sea de tan secundaria consideración que haga de la 

sanción penal una respuesta innecesaria y sin utilidad 
social.

6. Cuando se afecten mínimamente bienes colecti-
vos, siempre y cuando que se dé la reparación integral y 
pueda deducirse que el hecho no volverá a presentarse.

7. En los casos de atentados contra bienes jurídicos 
de la administración pública, cuando la afectación al 

infracción al deber funcional tenga o haya tenido como 
respuesta adecuada el reproche institucional y la san-
ción disciplinaria correspondientes.

8. Cuando la conducta se realice excediendo una 

menor valor jurídico y social explicable en el ámbito de 
la culpabilidad.

Parágrafo 1°. La aplicación del principio de opor-
tunidad en los casos de delitos sancionados con pena 
privativa de la libertad cuyo límite máximo exceda de 
seis (6) años de prisión, será proferida por el Fiscal Ge-
neral Penal Militar y Policial o por quien el delegue de 
manera especial para tal efecto.

Parágrafo 2°. No se podrá aplicar el principio de 
oportunidad en investigaciones o acusaciones por deli-
tos contra la disciplina, el servicio, intereses de la Fuer-
za Pública, la seguridad de la Fuerza Pública, el honor, 
los delitos contra el derecho internacional humanitario, 
ni cuando tratándose de conductas dolosas la víctima 
sea un menor de dieciocho (18) años.

Artículo 115. Suspensión del procedimiento a 
prueba. El imputado o acusado hasta antes de la au-
diencia de Corte Marcial, podrá solicitar la suspensión 
del procedimiento a prueba mediante solicitud oral en 

condiciones que estaría dispuesto a cumplir.
El plan podrá consistir en la mediación con las víc-

timas, en los casos en que esta sea procedente, la repa-
ración integral de los daños causados a las víctimas o 
la reparación simbólica, en forma inmediata o a plazos.

-
licial delegado consultará a la víctima y resolverá de 

bajo las cuales se suspende el procedimiento, y aproba-

imputado, conforme a los principios de justicia restau-
rativa establecidos en la ley.

Si el procedimiento se reanuda con posterioridad, 
la admisión de los hechos por parte del imputado no se 
podrá utilizar como prueba de culpabilidad.

Parágrafo. -
do podrá suspender el procedimiento a prueba cuando 

oportunidad, estime conveniente hacerlo antes de deci-
dir sobre la eventual renuncia del ejercicio de la acción 
penal.

Artículo 116. Condiciones a cumplir durante el 
periodo de prueba. -

-
perior a tres (3) años, y determinará una o varias de las 
condiciones que deberá cumplir el imputado o acusado 
hasta antes de la audiencia de Corte Marcial, entre las 
siguientes:

1. Residir en un lugar determinado e informar al 
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conocimiento o conocimiento especializado cualquier 
cambio del mismo.

2. Participar en programas especiales de rehabilita-
ción. 

3. Prestar servicios o trabajo social en su institución 
militar o policial.

 4. Someterse a un tratamiento médico o psicológi-
co.

5. No poseer o portar armas de fuego.
6. No conducir vehículos automotores, naves o ae-

ronaves.
7. La reparación integral a las víctimas, de confor-

midad con los mecanismos establecidos en la ley.
8. La realización de actividades a favor de la recu-

peración de las víctimas.
9. La colaboración activa y efectiva en el tratamien-

to psicológico para la recuperación de las víctimas, 
siempre y cuando medie su consentimiento.

10. La manifestación pública de arrepentimiento 
por el hecho que se le imputa.

11. La obligación de observar buena conducta indi-
vidual, familiar y social.

Durante el período de prueba el imputado o acusado 
hasta antes de la audiencia de Corte Marcial, deberá so-

-
cial delegado determine sin menoscabo de su dignidad.

-

actuación, conforme al procedimiento establecido para 
el control judicial en la aplicación del principio de 
oportunidad.

Artículo 117. Control judicial en la aplicación del 
principio de oportunidad. El juez penal militar y poli-
cial de control de garantías deberá efectuar el control 
respectivo, dentro de los cinco (5) días siguientes a la 

dar aplicación al principio de oportunidad.
Dicho control será obligatorio y automático y se 

realizará en audiencia especial en la que la víctima y el 
Ministerio Público podrán controvertir la prueba aduci-

la decisión. El juez penal militar y policial resolverá de 
plano. 

La aplicación del principio de oportunidad y los 
preacuerdos de los posibles imputados o acusados y la 

-
ter la presunción de inocencia y sólo procederán si hay 
un mínimo de prueba que permita inferir la autoría o 
participación en la conducta y su tipicidad.

Artículo 118. La participación de las víctimas. En 
-

nal militar y policial delegado deberá tener en cuenta 
los intereses de las víctimas. Para estos efectos deberá 
oír a las que se hayan hecho presentes en la actuación.

Artículo 119. Efectos de la aplicación del princi-
pio de oportunidad. La decisión que prescinda de la 
persecución extinguirá la acción penal respecto del au-
tor o partícipe en cuyo favor se decide, salvo que la 
causal que la fundamente se base en la falta de interés 

del Estado en la persecución del hecho, evento en el 
cual las consecuencias de la aplicación del principio se 
extenderá a los demás autores o partícipes en la con-
ducta punible, a menos que la ley exija la reparación 
integral a las víctimas.

Artículo 120. Reglamentación. El Fiscal General 
Penal Militar y Policial deberá expedir el reglamento, 
en el que se determine de manera general el procedi-
miento interno para asegurar que la aplicación del prin-

ajuste a la Constitución y a la ley.
Artículo 121. Causales de impedimento. Adició-

nase al artículo 277 de la Ley 522 de 1999 la causal 
número 13 y al artículo 231 de la Ley 1407 del 2010 la 
causal número 17 del siguiente tenor:

Ley 522 de 1999
“Artículo 277 (…)
13. Que el Juez o Fiscal haya intervenido en la ac-

ción, operación o procedimiento de la Fuerza Pública 
en desarrollo de la cual haya ocurrido la conducta bajo 
investigación o juzgamiento.”

Ley 1407 de 2010
“Artículo 231 (…)
17. Que el Juez o Fiscal haya intervenido en la ac-

ción, operación o procedimiento de la Fuerza Pública 
en desarrollo de la cual haya ocurrido la conducta bajo 
investigación o juzgamiento.”

TÍTULO IX
OTRAS DISPOSICIONES FINALES

Artículo 122. Adopción de Plantas de Personal. El 
Gobierno nacional, en ejercicio de sus competencias 
constitucionales y legales procederá a adoptar las Plan-
tas de Personal de la Unidad Administrativa Especial 
de la Justicia Penal Militar y Policial, de conformidad 
con la estructura que él establezca, de acuerdo con la 
presente ley.

Parágrafo. En los empleos creados en la Unidad 
Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y 
Policial será incorporado el personal que viene prestan-
do sus servicios en la Dirección Ejecutiva de la Justicia 
Penal Militar.

Artículo 123. Régimen Salarial y Prestacional. 
Los servidores públicos civiles que desempeñen cargos 
en la planta de personal de la actual Dirección Ejecutiva 
de la Justicia Penal Militar y que se incorporen a cargos 
de la planta de personal de la Unidad Administrativa 
Especial en la que se transforma, conservarán el régi-
men salarial y prestacional que se les viene aplicando.

Artículo 124. Sistema Especial de Carrera y Cla-
si cación de Empleos. La Unidad Administrativa Es-
pecial de la Justicia Penal Militar y Policial en materia 

señalado en el Decreto Ley 091 de 2007 y los que lo 

-
do los señalados en el Decreto Ley 091 de 2007 y los 
señalados en la presente ley. 

Artículo 125. Contratos y Convenios Vigentes. Los 
contratos y convenios actualmente vigentes, celebrados 
por la Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar, 
se entienden subrogados a la Unidad Administrativa 
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Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, la cual 
continuará con su ejecución en los términos de los mis-

Artículo 126. Procesos Judiciales, de Cobro Coac-
tivo y Disciplinarios en curso. Los procesos judiciales, 
de cobro coactivo y disciplinarios en curso y los que se 
asuman mientras se organiza la Unidad Administrativa 
Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, conti-
nuarán siendo atendidos por la Dirección de Asuntos 

del Ministerio de Defensa Nacional, hasta su termina-
ción. 

La Unidad Administrativa Especial de la Justicia 
Penal Militar y Policial asumirá la atención de los nue-
vos procesos judiciales, de cobro coactivo y disciplina-
rios, transcurridos seis (6) meses de la organización de 
su estructura y aprobación de su planta de personal o 
sus plantas de personal por el Gobierno nacional. 

Artículo 127. Transferencia de bienes, derechos y 
obligaciones. A partir de la fecha de entrada en vigen-
cia de la presente ley se entienden transferidos a título 
gratuito por ministerio de la ley, todos los bienes mue-
bles e inmuebles, derechos y obligaciones de la Direc-
ción Ejecutiva de la Justicia Penal Militar a la Unidad 
Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y 
Policial, que tengan relación con las funciones estable-
cidas para esta Unidad. 

para el efecto suscriba el representante legal de la Uni-
dad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar 
y Policial o su delegado, las cuales serán registradas en 

lugar. 
Artículo 128. Entrega de Archivos. Los archivos 

de los cuales sea titular la Dirección Ejecutiva de la 
Justicia Penal Militar y la Jurisdicción Especializada 
administrada y dirigida por ella, por ministerio de la 
presente ley una vez entre en vigencia, pasarán a la 
Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial.

Artículo 129. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley entra en vigencia a partir de su promulgación, mo-

-
trarias en especial las contenidas en los numerales 1 a 
15 del artículo 26, artículos 61 y 62 del Decreto núme-
ro 1512 de 2000 y el artículo 3° de la Ley 940 de 2005. 

De los honorables Congresistas, 

* * *
INFORME DE CONCILIACIÓN AL PRO-

YECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 78 
DE 2014 SENADO 187 DE 2014 CÁMARA, 
por la cual se modi can los artículos  y  de la 

ey  de , statutaria de la Administración de 
Justicia.

Bogotá, D. C., 11 de junio de 2015
Doctores

JOSÉ DAVID NAME CARDOZO
Presidente
Senado de la República
FABIO AMÍN SALEME
Presidente
Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de conciliación al Proyecto 

de Ley Estatutaria número 187 de 2014 Cámara, 78 
de 2014 Senado, por la cual se modi can los artículos 

 y  de la ey  de , statutaria de la Admi-
nistración de Justicia.

Respetados Presidentes:
En consideración de la designación efectuada por 

las Presidencias del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes y con base en lo dispuesto 
en los artículos 161 de la Constitución Política y 186 
de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Senadores y Re-
presentantes, miembros de la Comisión Accidental de 
Mediación, nos permitimos someter a consideración 
de las respectivas Plenarias, el texto del Proyecto de 
Ley Estatutaria número 187 de 2014 Cámara, 78 de 
2014 Senado, por la cual se modi can los artículos  
y  de la ey  de , statutaria de la Adminis-
tración de Justicia, que debidamente analizado hemos 
decidido acoger.

hemos reunido para analizar y estudiar los textos apro-
bados por el Senado de la República y la Cámara de 
Representantes, acordando acoger el texto aprobado 
por unanimidad por la Honorable Cámara de Repre-
sentantes, el cual es el siguiente:

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE 
LEY ESTATUTARIA NÚMERO 78 DE 2014 SE-

NADO 187 DE 2014 CÁMARA, 
por la cual se modi can los artículos  y  de la 

ey  de , statutaria de la Administración de 
Justicia.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE  
COLOMBIA

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 15 

de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:
Parágrafo 2°. Sin perjuicio de lo dispuesto en este 

artículo, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Jus-
ticia tendrá Magistrados de descongestión en forma 
transitoria y por un período que no podrá superar el 
término de ocho (8) años, contados a partir de la fecha 
de posesión.

Artículo 2°. Adiciónese un parágrafo al artículo 16 
de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

Parágrafo. La Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia contará con cuatro salas de des-
congestión, cada una integrada por tres Magistrados de 
descongestión, que actuarán de forma transitoria y ten-

casación que determine la Sala de Casación Laboral de 
esta Corte. Los Magistrados de descongestión no harán 
parte de la Sala Plena, no tramitarán tutelas, ni recursos 
de revisión, no conocerán de las apelaciones en pro-
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-
cia, que en el ámbito de su especialidad se susciten, y 
no tendrán funciones administrativas. El reglamento de 
la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia determinará las condiciones del reparto de los 
procesos.

Las salas de descongestión actuarán independiente-
mente de la Sala de Casación Laboral de la Corte Su-
prema de Justicia, pero cuando la mayoría de los inte-
grantes de aquéllas consideren procedente cambiar la 
jurisprudencia sobre un determinado asunto o crear una 
nueva, devolverán el expediente a la Sala de Casación 
Laboral para que esta decida.

El periodo de los Magistrados de descongestión será 
de ocho años así: dos (2) años iniciales prorrogables de 
forma consecutiva por dos (2) años más y así sucesi-
vamente, sin superar un período individual máximo de 
ocho (8) años. Las prórrogas se harán de acuerdo al 
rendimiento satisfactorio y efectividad que demuestren 
los Magistrados de descongestión en el trámite y deci-
sión de los procesos a su cargo. La Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, conforme a su 
reglamento, determinará las metas bianuales y llevará 
el control del rendimiento y gestión de los Magistrados 
de las Salas de Descongestión frente a los procesos que 
deben tramitarse y decidirse por estas Salas. Solo en el 
evento en que los Magistrados de las Salas de Descon-
gestión Laboral tengan un rendimiento satisfactorio a 
través del cumplimiento de esta meta bianual de des-
congestión, su competencia será prorrogada cada dos 
(2) años, por dos (2) años más, sin superar el periodo 

individual máximo de ocho (8) años, contados a partir 
de la fecha de posesión.

La elección y los requisitos para acceder al cargo 
de Magistrado de las Salas de Descongestión Laboral 
serán los previstos en la Constitución y la Ley para los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. La Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, o 
quien haga sus veces, determinará la estructura y planta 
de personal de dichas salas.

Artículo 3°. Los recursos necesarios para la crea-
ción de las Salas de Descongestión Laboral de que trata 
la presente ley, provendrán de los ahorros que se gene-

-
cias de la Rama Judicial que autorice la Constitución 
o la Ley, manteniendo los cupos vigentes de gasto de 
dicha entidad.

Para la designación de los Magistrados de descon-
gestión, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia 
deberá contar con la disposición de los recursos, acre-
ditada por la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, o por quien haga sus veces.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su publicación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

 

PONENCIAS
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 

DEBATE PROYECTO DE LEY NÚMERO 64 DE 
2013 SENADO

por medio de la cual se modi ca el artículo  de 
la ey  de  y se dictan otras disposiciones 

legales.
Bogotá, D. C., 10 de junio de 2015
Doctor
JOSÉ DAVID NAME CARDOZO
Presidente
Honorable Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para segundo de-

bate Proyecto de ley número 64 de 2013 Senado, por 
medio de la cual se modi ca el artículo  de la ey 

 de  y se dictan otras disposiciones legales.
Señor Presidente:
En cumplimiento del mandato de la Mesa Directiva, 

y actuando dentro del término legal me permito rendir 
ponencia para segundo debate al proyecto de la refe-
rencia, el cual lo hago bajo los siguientes criterios.

1. ORIGEN DEL PROYECTO
Presentada al Congreso de la República por los Se-

nadores Édinson Delgado Ruiz, Hemel Hurtado Angu-

lo, Germán Villegas Villegas, Teresita García, Astrid 
Sánchez Montes de Oca, Doris Clemencia Vega y los 
Representantes Jairo Hinestroza Sinisterra, Heriberto 
Sanabria Asprilla, Heriberto Arrechea, Julio Eugenio 
Gallardo y José Bernardo Flórez, en la Secretaría del 
Senado de la República, el 22 de agosto del presen-
te año y publicado en la Gaceta del Congreso número 
648 de 2013.

2. FINALIDAD DEL PROYECTO

la Ley 1ª de 1991, el cual dice que periódicamente el 
Gobierno Nacional, por vía general, en los planes de 

-
lar el valor de las contraprestaciones que deben pagar 

Esta contraprestación se otorga a la nación y a los mu-
nicipios o distritos donde opere el puerto en proporción 
de un 80 por ciento a la primera y un 20 por ciento a 

debe tener en cuenta la escasez de los bienes públicos 
utilizables, los riesgos y costos de la contamiación, los 
usos alternativos y las condiciones físicas y jurídicas 
para poner en marcha el funcionamiento del terminal 
portuario.

3. ASPECTOS GENERALES
El 10 de enero de 1991, el Gobierno nacional expi-

dió el Estatuto de Puertos Marítimos que reglamenta la 
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Ley 1ª de la misma fecha. En el estatuto quedó contem-
plado que los terminales marítimos que administraba y 
operaba la estatal Empresa Puertos de Colombia pasa-
ban a ser administrados por las Sociedades Portuarias 
y operadas por empresas privadas llamadas Operadores 
Portuarios.

Tanto las Sociedades Portuarias como los Opera-
dores Portuarios han venido realizando inversiones 
sustanciales para mejorar no solo la infraestructura 

De lo anterior hay que indicar que los terminales 
funcionan y están localizados al interior de los muni-
cipios o distritos y que la modernización que alcanzan 
los terminales deben ser complementada por inversio-
nes que hacen los municipios y los distritos. Las vías 
públicas, el servicio público de aseo, el alumbrado, el 
servicio público domiciliario de alcantarillado, el servi-
cio público de acueducto, el equipamiento municipal y 
demás aspectos complementarios son responsabilidad 
de los municipios y los distritos, por lo tanto deben 
atenderlos con sus propios recursos, indistintamente 
del pago que por los servicios públicos hagan los admi-
nistradores portuarios.

El Gobierno Nacional le gira a los distritos y mu-
nicipios recursos para que atiendan la salud, la educa-
ción, el deporte, la cultura, el saneamiento básico. Los 
otros temas los deben cubrir los municipios y distritos 
con sus propios recursos entre ellos las inversiones que 
son necesarias para aumentar la competitividad de los 
terminales portuarios.

El Congreso de la República expidió la Ley 856 de 
2003, con el propósito de que los recursos de contra-
prestación se invirtieran en obras en el mismo puerto. 
De acuerdo con la misma norma, los municipios y los 
distritos donde operan puertos solo tienen derecho a 
percibir el 20% de la contraprestación por el uso de las 
playas y las bajamares. Es claro, entonces, que con el 
monto de esos recursos o es posible atender las inver-
siones complementarias que requieren los terminales y 
no parece justo que las autoridades locales deban sa-

eleven la competitividad de la infraestructura portuaria.
4. CONTENIDO DE LA INICIATIVA
El proyecto de ley en estudio pretende que los mu-

nicipios y distritos donde funcionan puertos reciban el 
60% de la contraprestación por el uso temporal de las 
playas y bajamares y, de igual manera, el 60% de la 
contraprestación por el uso de la infraestructura.

periódicamente, en los planes de expansión portuaria, 
la metodología para calcular el valor de las contrapres-
taciones que deben pagar quienes obtengan una conce-
sión o licencia portuaria, por concepto del uso y goce 
temporal de las zonas de uso público y por concepto del 
uso de la infraestructura allí existente.

Señala el proyecto que las contraprestaciones por el 
uso y goce temporal y exclusivo de las zonas de uso 
público las deba recibir la nación a través del Instituto 
Nacional de Vías, Invías, o quien haga sus veces, incor-
porándose a los ingresos propios de dicha entidad, y los 
municipios o distritos donde opere el puerto.

Se pretende que la distribución proporcional sea de 
un cuarenta por ciento (40%) a la entidad Nacional, y 

un sesenta por ciento (60%) a los municipios o distri-
tos, y que este sea destinado a inversión social o en 
obras que complementen la competitividad portuaria 
y también en obras de infraestructura que potencien 
el desarrollo económico y social de los municipios en 
donde estén los terminales portuarios.

-
prestaciones por el uso de la infraestructura las reciba 
el municipio o distrito en un sesenta (60%) para obras 
de infraestructura o inversión social y el Gobierno Na-
cional reciba el otro cuarenta por ciento (40%).

Para el caso de la Isla de San Andrés la contrapres-
tación del sesenta por ciento (60%) por el uso y goce 
temporal y exclusivo de las zonas de uso público se 
pagará al departamento por no existir municipio en di-
cha isla.

Con relación al Distrito Portuario, Biodiverso, In-
dustrial y Ecoturístico de Buenaventura, se le da espe-
cial atención en razón al demostrado atraso de desarro-
llo que tiene por la poca inversión social que el Estado 
colombiano ha realizado. El Gobierno distrital ha pre-
sentado una propuesta ambiciosa para la construcción 
de un MALECÓN EN BUENAVENTURA; una obra 
de RENOVACIÓN URBANA, con el objeto de pro-

territorial con áreas de servicio, recreación y esparci-
miento urbano y su desarrollo turístico; esta propuesta 
está fundamentada en el documento Conpes 3410 de 

de Buenaventura”.
-

traprestación por uso de las playas, bajamar e infraes-
tructura que pagan los terminales marítimos de Buena-
ventura; es decir, que de manera temporal hasta que se 
construya la obra se asignará el cincuenta 50% de estos 
recursos.

Con esta propuesta los municipios y distritos recibi-
rán ingresos que les permitirán contribuir con las inver-
siones complementarias que las Sociedades Portuarias 
necesitan, especialmente el municipio de Buenaventu-
ra que presenta un marcado atraso con relación a los 
otros entes territoriales del país.

Quiero reconocerle al Ex Senador Germán Villegas 
Villegas, por sus aportes empleados en la ponencia para 
primer debate a lo que conllevó que la comisión Ter-
cera del Senado le diera su aprobación y es por eso, 
que sometemos a discusión el articulado aprobado en 
primer debate, el cual anexamos.

5. PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones solicitamos a los 

Senadores de la Plenaria dar segundo debate al Proyec-
to de ley número 64 de 2013 Senado, por medio de la 
cual se modi ca el artículo  de la ey  de  y 
se dictan otras disposiciones
al texto propuesto.
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DE-
BATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 64 

DE 2013 SENADO
por medio de la cual se modi ca el artículo  de 

la ey  del  y se dictan otras disposiciones 
legales.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo primero de la Ley 856 de 
2003 quedará así.

Artículo 1°. El artículo 7° de la Ley 1ª de 1991 que-
dará así:

Artículo 7°. Monto de la contraprestación. Perió-

de expansión portuaria, la metodología para calcular el 
valor de las contraprestaciones que deben pagar quie-
nes obtengan una concesión o licencia portuaria, por 
concepto del uso y goce temporal y exclusivo de las 
zonas de uso público y por concepto del uso de la in-
fraestructura allí existente.

Las contraprestaciones por el uso y goce temporal 
y exclusivo de las zonas de uso público las recibirá la 
Nación a través del Instituto Nacional de Vías, Invías, 
o quien haga sus veces, incorporándose a los ingresos 
propios de dicha entidad, y los municipios o distri-
tos donde opere el puerto. La proporción será: de un 
cuarenta por ciento (40%) a la entidad Nacional, y un 
sesenta por ciento (60%) a los municipios o distritos, 
que lo destinarán a inversión social o para obras que 
compleméntenla competitividad portuaria. Las contra-
prestaciones por el uso de la infraestructura las recibirá 
el municipio o distrito en un sesenta por ciento (60%) 
para obras de infraestructura o inversión social y el Go-
bierno Nacional a través del Instituto Nacional de Vías, 
Invías, o quien haga las veces recibirá el otro cuarenta 
por ciento (40%).

Parágrafo 1°. La contraprestación que reciba la Na-
ción por concepto de zonas de uso público e infraes-
tructura a través del Instituto Nacional de Vías, Invías, 
o quien haga sus veces, se destinará especialmente a la 
ejecución de obras de mantenimiento para la protec-
ción de la zona costera, dragado de mantenimiento y/o 
profundización, construcción y/o mantenimiento de es-
tructuras hidráulicas de los canales de acceso a todos 
los puertos a cargo de la Nación, para el diseño, cons-
trucción, ampliación, rehabilitación y mantenimiento 

a los puertos del respectivo distrito o municipio portua-
rio y a las obras de mitigación ambiental en el área de 

Parágrafo 2°. El canal de acceso del Puerto de Ba-
rranquilla y sus obras complementarias estarán a cargo 
de la Nación, para lo cual podrán destinar los recursos 

otras entidades incluida Cormagdalena, concurran con 

Parágrafo 3°. El canal de acceso al puerto de Car-
tagena, incluido el canal del Dique, podrá invertir la 
contraprestación que reciba la nación por concepto de 
zonas de uso público e infraestructuras en obras com-
plementarias y de mitigación del impacto ambiental, 
de acuerdo con lo previsto en el parágrafo primero del 
presente artículo.

Parágrafo 4°. El Distrito Portuario, Biodiverso, 
Industrial y Ecoturistico de Buenaventura, a partir 
de la sanción de la presente ley destinará el cincuen-
ta por ciento (50%) de lo recaudado por concepto de 
contraprestación por uso de playas, bajamar y contra-
prestación por el uso de la infraestructura para la cons-
trucción del Malecón Bahía de la Cruz, hasta que se 
construya la obra en Buenaventura. Para este efecto, el 

para la construcción, manejo y administración de la ci-
tada obra.

En el caso de San Andrés la contraprestación del 
sesenta por ciento (60%) por el uso y goce temporal y 
exclusivo de las zonas de uso público se pagará al de-
partamento por no existir municipio en dicha isla.

Artículo 2°. La actividad pesquera desarrollada en 
muelles y embarcaderos es marítima y no portuaria.

Parágrafo. El municipio o distrito invertirá los re-
cursos recibidos por los dividendos o los rendimientos 

-
mas y proyectos sociales o en obras de infraestructura.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su expedición y deroga las normas que se le sean 
contrarias.

Bogotá, D. C., 11 de junio de 2015
En la fecha se recibió ponencia y texto propuesto 

para segundo debate del Proyecto de ley número 64 
de 2013 Senado, por medio del cual se modi ca el ar-
tículo ° de la ey  de  y se dictan otras dispo-
siciones legales.

 Autorizo la publicación de la siguiente ponencia y 
texto propuesto para segundo debate, consta de nueve 
(9) folios.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRI-
MER DEBATE POR LA COMISIÓN TERCERA 
DE SENADO EN SESIÓN DEL DÍA 22 DE OC-
TUBRE DE 2013 AL PROYECTO DE LEY NÚ-

MERO 64 DE 2013 SENADO
por medio de la cual se modi ca el artículo  de 

la ey  del  y se dictan otras disposiciones 
legales.

El Congreso de la República
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DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 1º de la Ley 856 de 2003 

quedará así.
Artículo 1°. El artículo 7° de la Ley 1ª de 1991 que-

dará así:
Artículo 7°. Monto de la contraprestación. Perió-

de expansión portuaria, la metodología para calcular el 
valor de las contraprestaciones que deben pagar quie-
nes obtengan una concesión o licencia portuaria, por 
concepto del uso y goce temporal y exclusivo de las 
zonas de uso público y por concepto del uso de la in-
fraestructura allí existente.

Las contraprestaciones por el uso y goce temporal 
y exclusivo de las zonas de uso público las recibirá la 
Nación a través del Instituto Nacional de Vías, Invías, 
o quien haga sus veces, incorporándose a los ingresos 
propios de dicha entidad, y los municipios o distri-
tos donde opere el puerto. La proporción será: de un 
cuarenta por ciento (40%) a la entidad Nacional, y un 
sesenta por ciento (60%) a los municipios o distritos, 
que lo destinarán a inversión social o para obras que 
compleméntenla competitividad portuaria. Las contra-
prestaciones por el uso de la infraestructura las recibirá 
el municipio o distrito en un sesenta por ciento (60%) 
para obras de infraestructura o inversión social y el Go-
bierno Nacional a través del Instituto Nacional de Vías, 
Invías o quien haga las veces recibirá el otro cuarenta 
por ciento (40%).

Parágrafo 1°. La contraprestación que reciba la 
Nación por concepto de zonas de uso público e infraes-
tructura a través del Instituto Nacional de Vías, Invías, 
o quien haga sus veces, se destinará especialmente a la 
ejecución de obras de mantenimiento para la protec-
ción de la zona costera, dragado de mantenimiento y/o 
profundización, construcción y/o mantenimiento de es-
tructuras hidráulicas de los canales de acceso a todos 
los puertos a cargo de la Nación, para el diseño, cons-
trucción, ampliación, rehabilitación y mantenimiento 

a los puertos del respectivo distrito o municipio portua-
rio y a las obras de mitigación ambiental en el área de 

Parágrafo 2°. El canal de acceso del Puerto de Ba-
rranquilla y sus obras complementarias estarán a cargo 
de la Nación, para lo cual podrán destinar los recursos 

otras entidades incluida Cormagdalena, concurran con 

Parágrafo 3°. El Canal de acceso al puerto de Car-
tagena, incluido el canal del Dique, podrá invertir la 
contraprestación que reciba la Nación por concepto de 
zonas de uso público e infraestructuras en obras com-
plementarias y de mitigación del impacto ambiental, 
de acuerdo con lo previsto en el parágrafo primero del 
presente artículo.

Parágrafo 4°. El Distrito Portuario, Biodiverso, 
Industrial y Ecoturistico de Buenaventura, a partir 
de la sanción de la presente ley destinará el cincuen-
ta por ciento (50%) de lo recaudado por concepto de 
contraprestación por uso de playas, bajamar y contra-
prestación por el uso de la infraestructura para la cons-
trucción del Malecón Bahía de la Cruz, hasta que se 
construya la obra en Buenaventura. Para este efecto, el 

para la construcción, manejo y administración de la ci-
tada obra.

En el caso de San Andrés la contraprestación del 
sesenta por ciento (60%) por el uso y goce temporal y 
exclusivo de las zonas de uso público se pagará al de-
partamento por no existir municipio en dicha isla.

Artículo 2°. La actividad pesquera desarrollada en 
muelles y embarcaderos es marítima y no portuaria.

Parágrafo. El municipio o distrito invertirá los re-
cursos recibidos por los dividendos o los rendimientos 

-
mas y proyectos sociales o en obras de infraestructura.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su expedición y deroga las normas que se le sean 
contrarias.

Bogotá, D. C., 22 de octubre de 2013
En sesión de la fecha se le dio lectura a la propo-

sición con que termina el informe para primer debate 
del Proyecto de ley número 64 de 2013 Senado, por 
medio del cual se modi ca el artículo ° de la ey  
de  y se dictan otras disposiciones legales. Una 
vez aprobada la proposición la Presidencia sometió a 
consideración el articulado presentado por los ponen-

de esta forma declara aprobado en su primer debate el 
proyecto mencionado. Acta número 06 de 22 de octu-
bre de 2013. Anunciado el día 1° de octubre de 2013, 
Acta número 05 de 2013.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 116 
DE 2014 SENADO

por medio de la cual se de nen y regulan las cuen-
tas abandonadas y se les asigna un uso e ciente a 

estos recursos.
Bogotá, D. C., 11 de junio de 2015
Honorable senador
RODRIGO VILLALBA
Presidente
Comisión Tercera
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para segundo de-

bate en la Plenaria del Senado de la República del Pro-
yecto de ley número 116 de 2014 Senado, por medio 
de la cual se de nen y regulan las cuentas abandona-
das y se les asigna un uso e ciente a estos recursos.

Respetado senador:
Atendiendo el encargo efectuado por la Mesa Direc-

tiva de la Comisión Tercera del Senado de la Repúbli-
ca, en el sentido de sustanciar la ponencia del proyecto 
de la referencia, y en virtud de las facultades consagra-
das en la Constitución y la Ley 5ª de 1992, me permito 
poner a consideración de los honorables senadores de 
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la Plenaria, el informe de ponencia para segundo deba-
te del Proyecto de ley número 116 de 2014 Senado, 
por medio de la cual se de nen y regulan las cuentas 
abandonadas y se les asigna un uso e ciente a estos 
recursos, de autoría del Senador Oscar Mauricio Liz-
cano Arango y la Representante Luz Adriana Moreno 
Marmolejo, en los siguientes términos:

I. ANTECEDENTES
El proyecto de ley fue radicado el 29 de octubre de 

2014 para cursar el trámite respectivo en la Secreta-
ría General del Senado de la República, por parte del 
honorable Senador Óscar Mauricio Lizcano Arango y 
la honorable representante Luz Adriana Moreno Mar-
molejo.

El 11 de noviembre de 2014 por instrucciones de la 
mesa directiva de la Comisión Tercera del senado de la 
República fui designado como ponente del proyecto de 
la referencia, el 18 de marzo de 2015 fue presentado el 
informe de ponencia para primer debate.

El 13 de mayo de 2015 el proyecto de ley fue apro-
bado por la Comisión Tercera, y en el curso de la mis-
ma sesión se me encargó de sustanciar ponencia para 
segundo debate ante la Plenaria del Senado de la Re-
pública.

II. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
-

te a aquellos recursos de las cuentas de ahorro y co-
rrientes que se encuentran abandonadas por sus titula-
res en los establecimientos de crédito, con el propósito 
de que ese dinero puedan ser invertido en instrumentos 

Generación (4G) de Concesiones Viales de Colombia.
III. CONSIDERACIONES GENERALES
Existen recursos que permanecen inactivos en las 

cuentas de ahorros y corrientes de los establecimientos 
de crédito. Las cuentas de ahorros o corrientes que no 
presentan movimientos durante 6 meses se consideran 

considerar los créditos o débitos de abonos de intereses 
o cargos por concepto de comisiones y servicios ban-
carios.

Estos recursos pueden permanecer sin movimiento 
por distintas razones, por ejemplo cuentas cuyo pro-
pósito sea realizar pagos anuales o cuentas en las que 
los depositantes ingresen recursos cada 6 meses, como 
el ahorro de primas laborales. Otra razón, por la cual 
una cuenta puede permanecer inactiva es que haya sido 
abandonada por su propietario. Cuando en una cuenta 
no se ha realizado ninguna operación durante más de 4 
años difícilmente se puede argumentar que los dineros 
posean un propósito y en consecuencia se deduce que 
los recursos han sido abandonados por sus titulares.

IV. NORMATIVIDAD
En Colombia, aun no existe normatividad sobre el 

uso de recursos de saldos abandonados, no obstante 
si existe normatividad respecto al uso de recursos de 
cuentas inactivas.

En 1998, mediante el Decreto 2330 que declaró el 
Estado de Emergencia Económica y Social, para de-

-
rro y crédito intervenidos.

Con base en el Estado de Emergencia se expidió 
posteriormente el Decreto 2331 de 1998, que determi-

-
rían la crisis. El artículo 36 de dicho Decreto dice:

“Artículo 36. Los saldos de las cuentas corrientes o 
de ahorro que hayan permanecido inactivas por un pe-
ríodo mayor de un año y no superen el valor equivalen-
te a dos (2) UPAC, serán transferidos por las entidades 
tenedoras a título de mutuo a la Nación -Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público- Dirección General del Te-
soro Nacional, para desarrollar el objeto del Fondo de 
Solidaridad de Ahorradores y Depositantes de Entida-
des Cooperativas en Liquidación, del Fondo de Garan-
tías de Entidades Cooperativas, el seguro de desempleo 
y el servicio de estos recursos en los términos y condi-
ciones que determine el reglamento.

Los respectivos contratos de empréstito sólo reque-

las partes y su publicación en el Diario Único de Con-
tratación Administrativa.

Cuando el titular del depósito solicite el retiro de la 
totalidad o parte del saldo inactivo, la Dirección Ge-
neral del Tesoro Nacional reintegrará al prestamista la 
suma correspondiente con los rendimientos respecti-
vos, de acuerdo con los intereses que el depósito de-

de conformidad con las disposiciones actualmente vi-
gentes. Dicho reintegro deberá efectuarse a más tardar 
al día siguiente al de la solicitud presentada por la enti-

entregar al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
las sumas que de conformidad con la ley correspon-
dan.”

La Circular Externa 001 de 1999 de la Superinten-
dencia Bancaria de Colombia1 instruyó sobre la aplica-
ción del anterior artículo. A continuación se muestra el 
texto de la Circular Externa 001 de 1999:

“…
Cuenta Inactiva.
Para e ectos del artículo  del Decreto  de 

, se considerarán cuentas inactivas aquellas cuen-
tas corrientes o de ahorro sobre las cuales no se hu-
biere realizado ninguna operación durante seis meses. 

ntiéndase por operación cualquier movimiento de 
depósito, retiro, transferencia o en general cualquier 
débito o crédito que afecte a la misma, con excepción 
de los créditos o débitos que la institución nanciera 
realice con el n de abonar intereses o realizar cargos 
por concepto de comisiones y servicios bancarios, ope-
raciones estas que no impiden considerar una cuenta 
como inactiva.

Contabilización.
Cuando una cuenta haya permanecido inactiva du-

rante seis meses o más, el saldo deberá trasladarse a 
los siguientes códigos según corresponda:

Tipo de cuenta 
Código

Cuentas corrientes privadas inactivas 

Cuentas corrientes o ciales inactivas 

1  Hoy Superintendencia Financiera de Colombia
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Ordinarios Inactivos 

Cuentas Inactivas 
 

Transcurrido un año de inactividad, siempre que el 
saldo no supere el valor equivalente a dos (2) Upac, la 
suma correspondiente se trasladará a título de mutuo 
a la Nación -Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
- Dirección General del Tesoro Nacional, debidamen-
te soportada por los listados donde se discriminen las 
cuentas y el saldo objeto de traslado, con la periodici-
dad que determine el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público - Dirección General del Tesoro Nacional, y las 
condiciones de remuneración de dichos valores.

Una vez realizado el traslado de los valores a los 
códigos mencionados anteriormente, las entidades no 
podrán realizar cargos por concepto de comisiones o 
servicios bancarios contra las respectivas cuentas.

a institución nanciera deberá remitir la informa-
ción que solicite el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público - Dirección General del Tesoro Nacional en la 
oportunidad y en la forma que esa entidad establezca. 
Igualmente, las entidades deberán informar mensual-
mente a la Superintendencia Bancaria el valor total de 
los traslados efectuados por tipo de cuenta.

Reintegro de montos transferidos.
l reintegro procederá siempre que la solicitud de 

retiro incluya parte o la totalidad del monto transferi-
do a la Dirección General del Tesoro Nacional, even-
to en el cual se reintegrará la cantidad solicitada, de 
conformidad con el procedimiento que para el efecto 
determine el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
- Dirección General del Tesoro Nacional.”

La Superintendencia Bancaria de Colombia2 poste-
riormente esclareció que cuando el saldo es transferido 
a la Nación se reconoce una cuenta por cobrar que se 
aumenta de acuerdo a los rendimientos de dichos sal-
dos. Mediante la Circular Externa 054 de 1999 deter-
minó que:

“Para efectos de la aplicación de la Circular xter-
na  de , este Despacho se permite aclarar que 
en el momento en que las entidades nancieras trasla-
den los saldos de las cuentas inactivas a la Dirección 
del Tesoro Nacional, deberán constituir una cuenta por 
cobrar a cargo de dicha entidad, la cual se incremen-
tará con el valor de los rendimientos nancieros que se 
causen, de acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo  
del artículo  del Decreto 2  de .

De otra parte, se aclara que el valor re ejado en 
las cuentas inactivas hacen parte de la base para el 

2  Ídem.

cálculo del encaje legal, en el porcentaje establecido 
para cada tipo de cuenta.”

La Corte Constitucional ha revisado la normativi-
dad respecto del uso de los recursos de cuentas inac-
tivas. La Sentencia C-  del Magistrado Ponente 
Dr. José Gregorio Hernández Galindo enuncia:

“A pesar del carácter en apariencia forzoso del 
préstamo que en esta norma se contempla, debe ob-
servarse que surge en realidad de la libre contratación 
entre las partes, por lo cual no ha sido vulnerado el 
derecho de propiedad de los cuentahabientes. Además 
estos, según lo establece la disposición, tienen acceso 
inmediato a sus dineros cuando lo deseen y en tal even-
to, ante su solicitud, la Dirección General del Tesoro 
Nacional les reintegrará la suma correspondiente con 
los rendimientos respectivos, de acuerdo con los intere-
ses que el depósito devengaba en la entidad nanciera.

n realidad lo que ocurre con este precepto es que 
los fondos depositados en cuentas inactivas, en vez 
de ser utilizados o aprovechados por las entidades -
nancieras, lo son por el stado, con el n exclusivo 
de atender las necesidades y urgencias inherentes al 

stado de excepción declarado, sin perjuicio alguno 
para los depositantes.

Debe aclarar la Corte que, como acontece con 
el impuesto del “dos por mil”, estos recursos deben 
orientarse en su totalidad a los sectores materialmente 
afectados por la crisis, en la forma en que lo de nió la 
Sentencia C- 22 del  de marzo de .”

En la sentencia anterior la Corte Constitucional des-
taca que no se quebranta el derecho de la propiedad de 
los depositantes, pues se trata de un contrato de mutuo 
que nace de la libre contratación entre las partes. Tam-
bién resalta que los titulares pueden exigir sus recursos 
en cualquier momento, con los intereses que les corres-
ponden.

La Corte Constitucional arguye que los recursos in-
activos son usados por el Estado para su provecho en 

Es importante que la Corte Constitucional considera 
que los depositantes no sufren detrimento alguno.

El proyecto de ley recolecta los mismos elementos 
expuestos por la Corte Constitucional, pero aplicados 
a las cuentas abandonadas. El proyecto concuerda con 
los principios de la Sentencia C-136/99, tales como: 
respeto del derecho de la propiedad, no afectación del 

-
miento para provecho del Estado.

V. PROPUESTA DE MODIFICACIONES
Conforme a lo referenciado en el cuadro que apare-

-
ciones, adiciones o eliminaciones según el caso:

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN TERCERA TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE
“Por medio del cual se de nen y regulan las cuentas aban-
donadas y se les asigna un uso e ciente a estos recursos”. 

“Por medio del cual se de nen y regulan las cuentas aban-
donadas y se les asigna un uso e ciente a estos recursos”. 

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es utilizar 
los saldos de cuentas abandonadas que se encuentran en es-
tablecimientos de crédito para ser invertidos en instrumentos 

-
neración (4G) de Concesiones Viales de Colombia. 

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es utilizar 
los saldos de cuentas abandonadas que se encuentran en es-
tablecimientos de crédito para ser invertidos en instrumentos 

-
neración (4G) de Concesiones Viales de Colombia. 
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TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN TERCERA TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE

Artículo 2°. De nición. Para el objeto de la presente ley se 
consideran cuentas abandonadas aquellas cuentas corrientes 
o de ahorro sobre las cuales no se hubiere realizado movi-
miento de depósito, retiro, transferencia o en general cual-
quier débito o crédito que las afecte durante cuatro (4) años 
ininterrumpidos.
No impiden considerar la cuenta como abandonada las ope-
raciones de créditos o débitos que 

comisiones y/o servicios bancarios.

Artículo 2°. De nición. Para el objeto de la presente ley se 
consideran cuentas abandonadas aquellas cuentas corrientes 
o de ahorro sobre las cuales no se hubiere realizado movi-
miento de depósito, retiro, transferencia o en general cual-
quier débito o crédito que las afecte durante cuatro (4) años 
ininterrumpidos.
No impiden considerar la cuenta como abandonada las ope-
raciones de créditos o débitos que los establecimientos de 
crédito -
gos por comisiones y/o servicios bancarios.

Artículo 3°. Traslado de recursos. Se transferirán por las en-
tidades tenedoras los saldos de las cuentas abandonadas que 
superen el valor equivalente a 322 UVR a título de mutuo a 
la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Di-
rección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional.

Artículo 3°. Traslado de recursos. Se transferirán por las 
entidades tenedoras los saldos de las cuentas de ahorro o co-
rrientes que se consideren abandonadas de acuerdo con las 
condiciones establecidas en el artículo 2° de la presente ley y 
que superen el valor equivalente a 322 UVR a título de mu-
tuo a la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público - 
Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional.
Parágrafo. A partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley, el Gobierno Nacional tendrá un plazo no mayor de un (1) 
año para desarrollar la operatividad necesaria para recibir el 
traslado de los recursos que trata este artículo. Una vez esta-
blecida la operatividad, se requerirá a los establecimientos de 
crédito el traslado de estos recursos.

Artículo 4°. Contabilización y registro. Los establecimien-
tos de crédito enviarán al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público listados en donde se discriminen las cuentas abando-
nadas y el saldo objeto de traslado.
Parágrafo. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público de-
terminará en un plazo no mayor a seis (6) meses a partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley, las condiciones y la 
periodicidad con que se elaborarán los listados.

Artículo 4°. Contabilización y registro. Los establecimien-
tos de crédito enviarán al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público listados en donde se discriminen las cuentas abando-
nadas y el saldo objeto de traslado.
Parágrafo 1°. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
determinará en un plazo no mayor a seis (6) meses a partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley, las condiciones y la 
periodicidad con que se elaborarán los listados.
Parágrafo 2°. La Superintendencia Financiera se encargará 
de supervisar y ejercer control sobre la entrega de los lista-
dos de las cuentas abandonadas y el traslado de los recursos 
de las mismas por parte de los establecimientos de crédito, 
en el tiempo y condiciones estipuladas por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público. 

Artículo 5°. Retiro del saldo por parte del depositante. El 
establecimiento de crédito deberá entregarle el saldo al de-
positante en el momento en que este lo solicite con los rendi-
mientos respectivos.

solicitará a la Dirección General de Crédito Público y del Te-
soro Nacional el reintegro del saldo correspondiente, que de-
berá realizarse en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles.

Artículo 5°. Retiro del saldo por parte del depositante. El 
establecimiento de crédito deberá entregarle el saldo al de-
positante en el momento en que este lo solicite con los rendi-
mientos respectivos.

solicitará a la Dirección General de Crédito Público y del Te-
soro Nacional el reintegro del saldo correspondiente, que de-
berá realizarse en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles.

Artículo 6°. La Dirección General de Crédito Público y del 
Tesoro Nacional tendrá en reserva el veinte por ciento (20%) 
de los recursos que le sean transferidos por los estableci-
mientos de crédito de que trata el artículo 3° de la presente 
ley, para atender las solicitudes de reintegro efectuadas por 
los establecimientos de crédito.

Artículo 6°. La Dirección General de Crédito Público y del 
Tesoro Nacional tendrá en reserva el veinte por ciento (20%) 
de los recursos que le sean transferidos por los estableci-
mientos de crédito de que trata el artículo 3° de la presente 
ley, para atender las solicitudes de reintegro efectuadas por 
los establecimientos de crédito.

Artículo 7°. El ochenta por ciento (80%) de los recursos 
transferidos de que trata el artículo 3° de la presente ley serán 
destinados a la Financiera de Desarrollo Nacional para ser 

proyectos de Cuarta Generación (4G) de Concesiones Viales 
de Colombia. 

Artículo 7°. El ochenta por ciento (80%) de los recursos 
transferidos de que trata el artículo 3° de la presente ley se-
rán destinados al Fondo Nacional para el Desarrollo de la 
Infraestructura (FONDES), como una fuente de recursos del 
mismo, los cuales serán administrados por la Financiera de 

-
nancieros rentables destinados a proyectos de Cuarta Gene-
ración (4G) de Concesiones Viales de Colombia. 
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TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN TERCERA TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE

Artículo 8°. Control político. Antes del 15 de junio de cada 
año el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Finan-
ciera de Desarrollo Nacional deberán presentar un informe 
anual al Congreso de la República, el primero sobre trans-
ferencias, reintegros y rendimientos de los recursos transfe-
ridos de acuerdo a los artículos 3° y 6° y el segundo sobre el 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7° de la presente 
ley.

Artículo 8°. Control político. Antes del 15 de junio de cada 
año el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Finan-
ciera de Desarrollo Nacional deberán presentar un informe al 
Congreso de la República, el primero sobre transferencias, 
reintegros y rendimientos de los recursos transferidos de 
acuerdo a los artículos 3° y 6° y el segundo sobre el cum-
plimiento de lo dispuesto en el artículo 7° de la presente ley.

Artículo 9º. Vigencias y derogatorias. La presente ley entra 
a regir a partir de su publicación, y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias. 

Artículo 9°. Vigencias y derogatorias. La presente ley entra 
a regir a partir de su publicación, y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias. 

a 322 UVR a título de mutuo a la Nación - Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público - Dirección General de 
Crédito Público y del Tesoro Nacional.

Parágrafo. A partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, el Gobierno nacional tendrá un plazo no 
mayor de un (1) año para desarrollar la operatividad 
necesaria para recibir el traslado de los recursos que 
trata este artículo. Una vez establecida la operatividad, 
se requerirá a los establecimientos de crédito el trasla-
do de recursos.

Artículo 4°. Contabilización y registro. Los estable-
cimientos de crédito enviarán al Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público listados en donde se discriminen 
las cuentas abandonadas y el saldo objeto de traslado.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público determinará en un plazo no mayor a seis (6) 
meses a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley, las condiciones y la periodicidad con que se elabo-
rarán los listados.

Parágrafo 2°. La Superintendencia Financiera se en-
cargará de supervisar y ejercer control sobre la entrega 
de los listados de las cuentas abandonadas y el traslado 
de los recursos de las mismas por parte de los estable-
cimientos de crédito, en el tiempo y condiciones estipu-
ladas por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Artículo 5°. Retiro del saldo por parte del deposi-
tante. El establecimiento de crédito deberá entregarle 
el saldo al depositante en el momento en que este lo 
solicite con los rendimientos respectivos.

-
nanciera solicitará a la Dirección General de Crédito 
Público y del Tesoro Nacional el reintegro del saldo 
correspondiente, que deberá realizarse en un plazo no 
mayor a cinco (5) días hábiles.

Artículo 6°. La Dirección General de Crédito Pú-
blico y del Tesoro Nacional tendrá en reserva el veinte 
por ciento (20%) de los recursos que le sean transferi-
dos por los establecimientos de crédito de que trata el 
artículo 3° de la presente ley, para atender las solicitu-
des de reintegro efectuadas por los establecimientos de 
crédito.

Artículo 7°. El ochenta por ciento (80%) de los 
recursos transferidos de que trata el artículo 3° de la 
presente ley serán destinados al Fondo Nacional para 
el Desarrollo de la Infraestructura (FONDES), como 
una fuente de recursos del mismo, los cuales serán ad-
ministrados por la Financiera de Desarrollo Nacional, 

PROPOSICIÓN
De acuerdo a las consideraciones expuestas, solicito 

a los honorables Senadores de la Plenaria del Senado 
de la República, dar segundo debate con ponencia po-
sitiva al Proyecto de ley número 116 de 2014 Senado, 
por medio de la cual se de nen y regulan las cuentas 
abandonadas y se les asigna un uso e ciente a estos 
recursos.

De los honorables Senadores,

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DE-
BATE PARA EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

116 DE 2014 SENADO

por medio del cual se de nen y regulan las cuentas 
abandonadas y se les asigna un uso e ciente a estos 

recursos.

El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es 
utilizar los saldos de cuentas abandonadas que se en-
cuentran en establecimientos de crédito para ser inver-

a proyectos de la Cuarta Generación (4G) de Concesio-
nes Viales de Colombia.

Artículo 2°. De nición. Para el objeto de la presente 
ley se consideran cuentas abandonadas aquellas cuen-
tas corrientes o de ahorro sobre las cuales no se hubiere 
realizado movimiento de depósito, retiro, transferencia 
o en general cualquier débito o crédito que las afecte 
durante cuatro (4) años ininterrumpidos.

No impiden considerar la cuenta como abandonada 
las operaciones de créditos o débitos que los estable-

-
tereses o realizar cargos por comisiones y/o servicios 
bancarios.

Artículo 3°. Traslado de recursos. Se transferirán 
por las entidades tenedoras los saldos de las cuentas de 
ahorro o corrientes que se consideren abandonadas de 
acuerdo con las condiciones establecidas en el artículo 
2° de la presente ley y que superen el valor equivalente 
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-
bles destinados a proyectos de Cuarta Generación (4G) 
de Concesiones Viales de Colombia.

Artículo 8°. Control político. Antes del 15 de junio 
de cada año el Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico y la Financiera de Desarrollo Nacional deberán 
presentar un informe al Congreso de la República, el 
primero sobre transferencias, reintegros y rendimientos 
de los recursos transferidos de acuerdo a los artículos 
3° y 6° y el segundo sobre el cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 7° de la presente ley.

Artículo 9°. Vigencias y derogatorias. La presente 
ley entra a regir a partir de su publicación, y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Senadores,

Bogotá, D. C., 11 de junio de 2015

En la fecha se recibió ponencia y texto propuesto 
para segundo debate del Proyecto de ley número 116 
de 2014 Senado, por medio de la cual se de nen y re-
gulan las cuentas abandonadas y se les asigna un uso 
e ciente a estos recursos.

 Autorizo la publicación de la siguiente ponencia 
y texto propuesto para segundo debate, consta de diez 
(10) folios.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRI-
MER DEBATE POR LA COMISIÓN TERCERA 

DE SENADO EN SESIÓN DEL DÍA 13 DE MAYO 
DE 2015 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 116 

DE 2014 SENADO

por medio de la cual se de nen y regulan las cuen-
tas abandonadas y se les asigna un uso e ciente a 

estos recursos (Modi cado).

El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es 
utilizar los saldos de cuentas abandonadas que se en-
cuentran en establecimientos de crédito para ser in-

-
tinados a proyectos de la Cuarta Generación (4G) de 
Concesiones Viales de Colombia.

Artículo 2°. De nición. Para el objeto de la presente 
ley se consideran cuentas abandonadas aquellas cuen-
tas corrientes o de ahorro sobre las cuales no se hubiere 
realizado movimiento de depósito, retiro, transferencia 
o en general cualquier débito o crédito que las afecte 
durante cuatro (4) años ininterrumpidos.

No impiden considerar la cuenta como abandona-
da las operaciones de créditos o débitos que la entidad  

-
zar cargos por comisiones y/o servicios bancarios.

Artículo 3°. Traslado de recursos. Se transferirán 
por las entidades tenedoras los saldos de las cuentas 
abandonadas que superen el valor equivalente a 322 
UVR a título de mutuo a la Nación - Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público - Dirección General de Crédi-
to Público y del Tesoro Nacional.

Artículo 4°. Contabilización y registro. Los estable-
cimientos de crédito enviarán al Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público listados en donde se discriminen 
las cuentas abandonadas y el saldo objeto de traslado.

Parágrafo. El Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico determinará en un plazo no mayor a seis (6) me-
ses a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
las condiciones y la periodicidad con que se elaborarán 
los listados.

Artículo 5°. Retiro del saldo por parte del deposi-
tante. El establecimiento de crédito deberá entregarle 
el saldo al depositante en el momento en que este lo 
solicite con los rendimientos respectivos.

-
nanciera solicitará a la Dirección General de Crédito 
Público y del Tesoro Nacional el reintegro del saldo 
correspondiente, que deberá realizarse en un plazo no 
mayor a cinco (5) días hábiles.

Artículo 6°. La Dirección General de Crédito Pú-
blico y del Tesoro Nacional tendrá en reserva el veinte 
por ciento (20%) de los recursos que le sean transferi-
dos por los establecimientos de crédito de que trata el 
artículo 3° de la presente ley, para atender las solicitu-
des de reintegro efectuadas por los establecimientos de 
crédito.

Artículo 7°. El ochenta por ciento (80%) de los re-
cursos transferidos de que trata el artículo 3° de la pre-
sente ley serán destinados a la Financiera de Desarrollo 
Nacional, -
cieros rentables destinados a proyectos de Cuarta Ge-
neración (4G) de Concesiones Viales de Colombia.

Artículo 8°. Control político. Antes del 15 de junio 
de cada año el Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico y la Financiera de Desarrollo Nacional deberán 
presentar un informe al Congreso de la República, el 
primero sobre transferencias, reintegros y rendimientos 
de los recursos transferidos de acuerdo a los artículos 
3° y 6° y el segundo sobre el cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 7° de la presente ley.

Artículo 9°. Vigencias y derogatorias. La presente 
ley entra a regir a partir de su publicación, y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.
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Bogotá, D. C., 13 de mayo de 2015

En sesión de la fecha se le dio lectura a la propo-
sición con que termina el informe para primer debate 
del Proyecto de ley número 116 de 2014 Senado, por 
medio de la cual se de nen y regulan las cuentas aban-
donadas y se les asigna un uso e ciente a estos recur-
sos. Una vez aprobada la proposición la Presidencia so-
metió a consideración el articulado y título presentado 

(Articulado y título) La Comisión de esta forma declara 
aprobado en su primer debate el proyecto mencionado. 
Acta número 18 de 13 de mayo de 2015. Anunciado el 
día 12 de mayo de 2015, Acta número 17 de la misma 
fecha.
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